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Cordial saludo, 
 
De manera atenta informamos que ha sido radicado el presente correo como memorial
para el proceso relacionado en el mismo, dentro del registro en el aplica�vo jus�cia XXl
podrá confirmar los datos del mensaje como Asunto, fecha y hora de recibo. 

Atentamente, 
 

Grupo de Correspondencia 
Oficina de Apoyo de los Juzgados Administra�vos 

Sede Judicial  CAN

De: ANA CRISTINA CACERES ALVAREZ <acaceresa@ugpp.gov.co>
Enviado: lunes, 15 de mayo de 2023 8:18
Para: Correspondencia Sede Judicial CAN - Bogotá - Bogotá D.C. <correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>;
no�ficaciones@vinnure�.com <no�ficaciones@vinnure�.com>
Cc: NELSON ENRIQUE SALCEDO CAMELO <nsalcedo@ugpp.gov.co>; NATALY HUERTAS RUBIANO
<nhuertasr@ugpp.gov.co>; Seguimiento Comunicaciones de salida
<seguimiento.comunicacionesdesalida@ugpp.gov.co>; grethel.bustos@4-72.com.co <grethel.bustos@4-
72.com.co>; LAURA MARCELA TRIANA CHACON <ltriana@ugpp.gov.co>; Sandra Milena Morales Diaz
<smoralez@ugpp.gov.co>
Asunto: CONTESTACION DE LA DEMANDA Y ANTECEDENTES RAD. 110013337042 2020 00002 00
 

Honorable Juez         
Dra. ANA ELSA AGUDELO ARÉVALO
JUZGADO CUARENTA Y DOS ADMINISTRATIVO DE BOGOTÁ 
SECCIÓN CUARTA
correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co
Bogotá D.C.

Cordial saludo:
 
Estando dentro del término, procedo a radicar la siguiente actuación procesal:

mailto:correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co
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REFERENCIA: CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA Y ANTECEDENTES ADMINISTRATIVOS          
MEDIO DE CONTROL:  NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO
DEMANDANTE: EFRAÍN GÓMEZ CRUZ
DEMANDADA: UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y 
DE PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL – UGPP.
RADICACIÓN: 110013337042 2020 00002 00

El enlace para consultar y descargar los antecedentes administrativos es el siguiente:

https://drive.google.com/drive/folders/1XaRZH7vQZPryBfo_H3B0sQ5y9noEsfnf?usp=sharing

Se informa que la presente comunicación fue enviada a las demás partes intervinientes.
 
Muchas gracias.
 

--

Ana Cristina Cáceres 
Profesional Especializado
Subdirección Jurídica de Parafiscales
Av. Calle 26 No. 69B - 45, Piso 6, Bogotá D.C.
Teléfono: (571) 4237300 ext. 1118
acaceresa@ugpp.gov.co
www.ugpp.gov.co

--

Ana Cristina Cáceres 
Profesional Especializado
Subdirección Jurídica de Parafiscales
Av. Calle 26 No. 69B - 45, Piso 6, Bogotá D.C.
Teléfono: (571) 4237300 ext. 1118
acaceresa@ugpp.gov.co
www.ugpp.gov.co

Aviso de Confidencialidad: La información contenida en este correo electrónico y sus anexos contiene información de carácter confidencial

de la UGPP que se encuentra dirigida en forma exclusiva al destinatario del mismo para su uso quien se encuentra obligado a mantener

reserva sobre toda la información aquí contenida. Si usted es lector de este mensaje pero no su destinatario, le informamos que no podrá usar,

retener, imprimir, copiar, distribuir o hacer público su contenido, pues de hacerlo podría tener consecuencias legales como las contenidas en la

Ley 1273 de 2009 y todas las que le apliquen. Si ha recibido este correo por error, le agradecemos informarlo a cdsti@ugpp.gov.co y borrarlo

de su sistema. Las opiniones que contenga este mensaje son exclusivas de su autor, y no necesariamente representan la opinión oficial de

la UGPP. El remitente no aceptará responsabilidad alguna por daños causados por cualquier virus que pueda contener este correo.
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Bogotá D.C., 15 de May de 2023

Honorable Juez
Dra. ANA ELSA AGUDELO ARÉVALO
JUZGADO CUARENTA Y DOS ADMINISTRATIVO DE BOGOTÁ D.C.
SECCIÓN CUARTA
correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co
Bogotá D.C.

REFERENCIA: CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA  
DEMANDANTE: EFRAÍN GÓMEZ CRUZ
DEMANDADA: UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL 
Y DE PARAFISCALES DE LA PROTECCIÒN SOCIAL – UGPP.
RADICACIÓN: 110013337042 2020 00002 00

   Radicado: 2023110002371161

*2023110002371161*

ANA CRISTINA CÁCERES ÁLVAREZ, mayor de edad y vecina de esta ciudad, 

identificada con la Cédula de Ciudadanía No. 1.052.383.580 de Duitama y portadora de la 

tarjeta profesional No. 202.520 del Consejo Superior de la Judicatura, en mi calidad de 

Apoderada Especial de la entidad demandada Unidad Administrativa Especial de 
Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social –
UGPP, según poder conferido por la  Dra. CLAUDIA ALEJANDRA CAICEDO BORRAS, 
actuando en condición de Subdirector General 040 - 24 de la Subdirección Jurídica de 

Parafiscales de la Dirección Jurídica de la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE 
GESTIÓN PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN 
SOCIAL- UGPP,  conforme a las  resoluciones No. 379 del 31 de marzo de 2020, No. 688 

del 04 de agosto de 2020, y acta de posesión No. 32 de fecha 04 de mayo  de 2020, de 

manera atenta y estando dentro de la oportunidad procesal me permito descorrer el 

traslado para dar respuesta al medio de control de Nulidad y Restablecimiento del 

Derecho formulado por el Dr. ANDRÉS HERIBERTO TORRES ARAGÓN, en calidad de 

apoderado del señor EFRAIN GOMEZ CRUZ identificado con C.C. 73.205.246, de 

conformidad con el artículo 175 del C.P.A.C.A con fundamento en lo siguiente: 

I. LAS PRETENSIONES

Al considerar Honorable Juez que existe ausencia de presupuestos que condicionan la 

admisibilidad de la relación jurídica-procesal, procedo a presentar y argumentar la 

siguiente excepción previa, en concordancia con lo establecido en numeral 5 del artículo 

100 del C.G.P, en armonía con lo dispuesto en el numeral 3 del artículo 175 del C.P.C.A., 

artículo 306 del C.P.A.C. A y parágrafo 2° del artículo 38 de la Ley 2080 de 2021:

- TRANSACCIÒN: Terminación del proceso por mutuo acuerdo conforme al 
beneficio tributario previsto en el artículo 119 de la Ley 2010 de 2019.

mailto:correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co


   

La solicitud de beneficios tributarios fue presentada por el señor EFRAIN GOMEZ CRUZ, 

actuando en nombre propio, y por la Doctora OLGA CONSTANZA ÁVILA actuando en 

calidad de apoderada del señor EFRAIN GOMEZ CRUZ, conforme al poder otorgado en 

radicado 2021400301253832, los radicados de las solicitudes presentadas son los 

siguientes:

Los actos administrativos proferidos en el proceso adminsitrativo expediente numero 

20171520058000656 son:

ACTO ADMINISTRATIVO FECHA DE 
EXPEDICIÓN

FECHA DE 
NOTIFICACIÓN

Liquidación Oficial No RDO-2018-02218. 29/06/2018 05/07/2018
Resolución No. RDC-2019-01395 por medio de la cual se 
resuelve el recurso de reconsideración interpuesto contra la 
liquidación oficial.

08/08/2019 15/08/2019

Resolución RDO-2020-M-04884 por medio de la cual se da 
aplicación al Esquema de Presunción de Costos y se revoca 
parcialmente la Liquidación Oficial No. RDO- 2018-02218 del 
29/06/2018.

12/11/2020 20/05/2021

Valores objeto de la transacción:

Intereses moratorios $8.253.600

Sanción $18.229.771VALOR A 
TRANSAR

Total $26.483.371

El artículo 139 de la Ley 2010 de 2019, dispuso:
“ARTÍCULO 139. Adiciónese un parágrafo 2o. al artículo 244 de la Ley 1955 de 
2019, el cual quedará así:

PARÁGRAFO 2o. La UGPP podrá aplicar el esquema de presunción previsto 
en el parágrafo anterior a los procesos de fiscalización en curso y a los que se 
inicien respecto de cualquier vigencia fiscal y a los que, siendo procedente y sin 
requerir el consentimiento previo, estén o llegaren a estar en trámite de resolver 
a través de revocación directa y no dispongan de una situación jurídica 
consolidada por pago.

Los plazos que se encuentren cursando para resolver recursos o la revocatoria 
directa de actos administrativos proferidos por la UGPP en la materia, se 
ampliarán en el mismo término del inicialmente definido por la Ley.



   

A las decisiones resultantes de la aplicación de la presente disposición 
también le será aplicable lo dispuesto en el artículo 119 de la presente ley, 
cuyo plazo para solicitar la transacción con la UGPP será el 31 de 
diciembre de 2020”.

De acuerdo con la norma transcrita, los trabajadores independientes a los que les resulte 

aplicable el esquema de presunción de costos podrán acogerse a la terminación por 

mutuo acuerdo hasta el 30 de junio de 20218 y tendrán como acto a transar aquél en el 

que se materializó dicho esquema, lo que constituye una excepción a lo preceptuado en 

los parágrafos 7º y 10º del artículo 119 de la Ley 2010.

En consideración con lo expuesto, el acto administrativo objeto de transacción dentro del 

proceso administrativo de determinación de obligaciones fue la Resolución RDO-2020-M-

04884 del 12/11/2020 por medio de la cual se dio aplicación al Esquema de Presunción 

de Costos y se revoca parcialmente la Liquidación Oficial No. RDO-2018-02218 del 

29/06/2018, acto administrativo objeto de debate dentro del presente medio de control.

El Comité de Conciliación y Defensa Judicial de la UGPP mediante Acta No. 152 del 29 

de octubre de 2021, APROBÒ la terminación por mutuo acuerdo (transacción), teniendo 

en cuenta que una vez revisado el cumplimiento de los requisitos previstos en el artículo 

119 de la Ley 2010 de 2019, toda vez que se acredito el pago total de los aportes 

determinados en el Acto administrativo objeto de transacción, intereses moratorios, 

cálculo actuarial y sanción determinada en el proceso de determinación de obligaciones 

dentro del término legal establecido por la Ley 2010 de 2019, teniendo por cumplidos los 

requisitos exigidos en el artículo 119 de la Ley 2010 de 2019, normatividad vigente al 

momento de la solicitud del beneficio tributario.

El acta que aprueba la terminación por mutuo acuerdo puso fin a la actuación 

administrativa adelantada por la Unidad de Gestión Pensional y Contribuciones 

Parafiscales de la Protección Social (UGPP), y con la misma se entenderán extinguidas 

las obligaciones contenidas en el acto administrativo objeto de transacción.

A la fecha en que se profirió el acta que aprueba la transacción- terminación por mutuo 

acuerdo no se había notificado la presente demanda contra los actos administrativos 

proferidos dentro del proceso administrativo que nos ocupa; así mismo el aportante no 

manifestó que hubiera interpuesto demanda en ejercicio del medio de control de nulidad y

restablecimiento del derecho en contra de los actos administrativos proferidos dentro del 

proceso administrativo de determinación de obligaciones No. 20171520058000656.

Conforme a lo expuesto solicito amablemente H. Juez, se declare probada la excepción 

propuesta y dar por terminado el proceso en sede judicial, por encontrarse aprobada la 

transacción, y terminado el proceso en sede administrativa, ya que el demandante 



   

acreditó la totalidad de los requisitos previstos en el artículo 119 de la ley 2010 de 2019, 

desapareciendo el objeto de las pretensiones de la demanda.

El acta del Comité de Conciliación y Defensa Judicial de la UGPP por medio de la cual se 

aprueba la transacción se encuentra en los antecedentes administrativos allegados en la 

carpeta denominada: “5. BENEFICIO TRIBUTARIO”.

II. A LAS PRETENSIONES

Conforme a las consideraciones de orden factico y jurídico que se expondrán en la 

presente contestación, en forma respetuosa manifiesto a su H., Despacho que la Unidad 

Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la 

Protección Social -UGPP-, que en adelante denominaré: “LA UNIDAD”, se OPONE a 

todas y cada una de las declaraciones y pretensiones tanto principales como subsidiarias, 

formuladas en el escrito de demanda, esto es:

PRETENSIONES PRINCIPALES:

- Me opongo, a la declaratoria de nulidad de la Resolución No. RDO-2018-02218 
del 29 de junio de 2018, por medio de la cual se profiere Liquidación Oficial al 

señor EFRAIN GOMEZ CRUZ, por omisión en la afiliación y/o vinculación y pago 

de los aportes al Sistema de la Protección Social Integral en los periodos enero a 

diciembre de 2015.

- Me opongo, a la declaratoria de nulidad de la Resolución RDC-2019-01395 del 
08 de agosto de 2019, por medio de la cual se resuelve el recurso de 

reconsideración interpuesto contra la Liquidación Oficial No. RDO-2018-02218 
del 29 de junio de 2018.

PRETENSIONES SUBSIDIARIAS:

Me opongo, a las pretensiones subsidiarias, para que se realice una reliquidación de la 

Liquidación Oficial RDO-2018-02218 del 29 de junio de 2018, modificada con la 

Resolución RDC-2019-01395 del 08 de agosto de 2019, presunta deuda fijada por la 

UGPP.

Lo anterior, toda vez que, la entidad que represento actuó en ejercicio de las facultades y 

funciones establecidas en la Ley y conforme a las disposiciones especiales vigentes al 

momento de expedir los actos administrativos objeto de la presente demanda, actos que 

se encuentran investidos de la presunción de legalidad que no logra quebrantar la parte 

actora, ni con los hechos, ni con los fundamentos jurídicos, como tampoco de índole 

probatorio allegado al libelo, y en su lugar se solicita que se condene en costas a la parte 

actora. 



   

SOBRE EL RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO - POR CONCEPTO DE DAÑO 
EMERGENTE:

En cuanto a la solicitud de restablecimiento del derecho que pretende la parte actora, 

manifiesto al H., Despacho que me OPONGO a todas y cada una de ellas así:

1. Frente a la pretensión para la devolución de pagos realizados al sistema: 

La devolución de las sumas de dinero que haya cancelado, así como al pago de intereses 

corrientes y/o moratorios sobre estas sumas de dinero, al respecto es del caso señalar lo 

siguiente: 

Existe una imposibilidad jurídica para acceder a esta pretensión, toda vez que los dineros 

que se recauden a través de las acciones de determinación y cobro de la adecuada, 

completa y oportuna liquidación y pago de las contribuciones especiales del Sistema de 

la Protección Social, no ingresan al patrimonio de la UNIDAD no son administrados por 

esta, sino que son girados a través de los diferentes operadores de la Planilla Integrada 

de Liquidación de Aportes – PILA a cada una de las administradoras de los subsistemas 

que la integran, a las cuales se encuentren afiliados los trabajadores de cada aportante, 

esto de conformidad con lo dispuesto en el artículo 8° del Decreto 3033 del 2013, que 

ordena lo siguiente: 

“Artículo 8°. Destinación de los recursos de las Contribuciones 
Parafiscales de la Protección Social correspondientes a periodos de omisión. 
Los recursos del Sistema de la Protección Social, recuperados a través de las 
acciones adelantadas por la Unidad Administrativa Especial de Gestión 
Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social (UGPP) en los 
procesos de determinación y cobro a omisos del Sistema, sobre periodos de 
omisión en la afiliación, tendrán la siguiente destinación:
 a). Los recursos del Sistema General de Seguridad Social en Salud, al Fondo 
de Solidaridad y Garantía (Fosyga), o la entidad que haga sus veces, quien 
efectuará las imputaciones correspondientes de conformidad con las 
disposiciones legales vigentes; 
b). Los recursos del Sistema General de Seguridad Social en Pensiones, a la 
administradora a la cual quede afiliado el omiso, para que de conformidad con 
las disposiciones legales vigentes efectúe las respectivas imputaciones;
c). Los recursos del Sistema General de Seguridad Social de Riesgos 
Laborales, al Fondo de Riesgos Laborales, administrado por el Ministerio de 
Trabajo;
d). Los recursos con destino al Régimen de Subsidio Familiar se girarán a la 
Caja a la cual se afilie el omiso, quien deberá efectuar las imputaciones, de 
conformidad con las disposiciones legales vigentes;
e). Los recursos que correspondan al SENA e ICBF se girarán a cada una de 
estas entidades en las proporciones establecidas, de conformidad con las 
disposiciones legales vigentes”.

Así las cosas, al ser las mencionadas administradoras quienes reciben estos dineros y no 

la UNIDAD, es claro que en el eventual caso en que se llegue a declarar la nulidad de los 

actos de determinación de los tributos expedidos, sean dichas entidades administradoras 



   

quienes devuelvan los dineros recibidos en cumplimiento de dichos actos, lo que ha 

generado que esta Unidad se vea en la obligación de llamar en garantía en los diferentes 

procesos judiciales a cada una de las administradoras que reciban tales pagos, lo que ha 

causado diferentes traumatismos, demoras y tramites adicionales en el curso de los 

diferentes procesos judiciales, por lo que se hacía indispensable una regulación particular 

sobre la materia. 

Fue entonces con la expedición de la Ley 1819 del 29 de diciembre de 2016, que se 

zanjó este traumatismo, en los siguientes términos: 

“ARTÍCULO 311. DEVOLUCIÓN DE APORTES Y SANCIONES. En los 
eventos en los que se declare total o parcialmente la nulidad de los actos 
administrativos expedidos por la UGPP y se ordene la devolución de aportes y/o 
sanciones, la UGPP ordenará la devolución de los mismos al Fosyga, al Fondo 
de Riesgos Laborales, a las Administradoras de Pensiones, y riesgos laborales, 
al Tesoro Nacional, al ICBF, al SENA, a las Cajas de Compensación, y a todas 
las demás entidades que hayan recibido recursos del Sistema de la Protección 
Social, según el caso, conforme con el procedimiento que establezca para el 
efecto.
La orden de pago será impartida por la UGPP dentro de los 30 días hábiles 
siguientes contados a partir de la fecha en que quede ejecutoriada la sentencia, 
mediante acto administrativo que será notificado a las entidades obligadas a la 
devolución de los aportes y/o sanciones.
La devolución de los aportes por parte de las entidades obligadas deberá 
realizarse y acreditarse dentro de los dos (2) meses siguientes a la notificación 
del acto administrativo proferido por la UGPP, en la cuenta que para tal efecto 
disponga el aportante, de lo contrario se causarán intereses moratorios con 
cargo a las mencionadas entidades a la tasa de interés bancario corriente 
certificada por la Superintendencia Financiera por el periodo en el que se realiza 
el pago.
Notificada la admisión de la demanda a la UGPP, ésta deberá comunicarse a 
las Administradoras, o a quienes asuman sus obligaciones para que efectúen 
las provisiones correspondientes en una cuenta especial que reconozca la 
contingencia y que garantice la devolución de los recursos.”   

Entonces, dado que el demandante pretende la devolución de las sumas pagadas por 

concepto de aportes en cumplimiento de los actos administrativos demandados es 

obligación de las administradoras de pensiones, salud, ARL, cajas de compensación, 

SENA, ICBF y FOSYGA, provisionar el valor correspondiente para garantizar la 

contingencia, en el evento en que se declare total o parcialmente la nulidad de los actos 

aquí demandados. 

2. Sobre el reconocimiento de los gastos incurridos:

Todos los gastos que a título de restablecimiento del derecho pretende la parte actora, le 

sean reembolsados por parte de mi representada, o fueron determinados con ocasión del 

proceso de fiscalización o son propios de la omisión del demandante.

En cuanto a la solicitud para que se reconozca el pago de los gastos incurridos en la 

defensa jurídica ejercida, durante el proceso administrativo de determinación objeto de 

los actos administrativos demandados, me OPONGO a su reconocimiento toda vez que 

no hay lugar al pago de estos gastos como daño  emergente, dado que los mismos no se 



   

han causado y/o no aparecen demostrados en el plenario por la parte demandante, esto 

en consonancia con lo sostenido en Jurisprudencia del Consejo de Estado, donde no 

basta la declaración de nulidad del acto acusado para que se establezca la causa del 

daño que imponga el restablecimiento del derecho.

Para el caso que nos ocupa, debe advertirse que no se ha ocasionado daño emergente 

alguno, toda vez que la actuación de la Administración se ha basado en el cabal 

cumplimiento de las normas que rigen la materia.

Bien lo ha sostenido la Jurisprudencia, cuando ha señalado que para que se configure un 

daño antijurídico, debe establecerse no solamente un hecho que configure una acción u 

omisión de un deber normativo, sino también una relación causal que a la vez concluya 

que el sujeto sobre el cual recae la actuación de la Administración no tenía el deber legal 

de soportarlo. Tal como se dijo en sentencia del Consejo de Estado. Sala de lo 

Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Del 4 de diciembre de 2006. C.P. Mauricio 

Fajardo. Exp. 13168: 
“En relación con la naturaleza del daño antijurídico, la jurisprudencia del Consejo de 
Estado ha sostenido reiteradamente que “ha de corresponder al juez determinar si el daño 
va más allá de lo que, normalmente y sin compensación alguna, debe soportar una 
persona por el hecho de vivir en una comunidad jurídicamente organizada y 
comportarse como un sujeto solidario” (Resaltado propio)

En el presente asunto, la entidad actuó en cumplimiento de un deber legal y 

adicionalmente, el aportante debe atender la carga propia del pago en debida forma de 

las contribuciones parafiscales que le impone la ley, de manera que se cae de su peso 

que se haya presentado un daño.

Como se anotó en forma precedente, el proceso de fiscalización o de determinación 

adelantado tiene como objetivo primordial verificar la adecuada, completa y oportuna 

liquidación y pago de las contribuciones parafiscales de la protección social, actuación 

que ajustó a las competencias y funciones que se encuentran debidamente establecidas 

en la Ley y en desarrollo de éstas, fue que la Unidad determinó que el señor EFRAIN 
GOMEZ CRUZ, incurrió en la conducta omisiva en la vinculación e inexactitud en las 

liquidaciones y pago de las autoliquidaciones al Sistema de Protección Social en la 

vigencia enero a diciembre de 2015.

Así las cosas, no puede ahora pretender la parte demandante obtener un beneficio o 

provecho económico basado en su propia omisión o negligencia en el pago adecuado y 

oportuno de los aportes al Sistema de Protección Social.

Fundamento mi oposición en que el Ordenamiento Jurídico Colombiano comprende por 

regla general la indemnización de perjuicios proporcional al grado de aflicción, dolor, 

amargura y el malestar que se genera por la causación de un daño, lo que por lógica se 

entiende como sentimientos totalmente provenientes de la condición humana, no 



   

obstante, para las personas jurídicas se ha reconocido que pueden también sufrir 

perjuicios morales por un delito, en este caso por una acción, hechos, omisión u 

operaciones administrativas que causen un daño de carácter moral.

No obstante, para que proceda la indemnización por este concepto se insiste, es requisito 

sine quanon, que se acredite el perjuicio, pues de manera abstracta no se puede alegar 

su ocurrencia. En el asunto bajo estudio no es dable esta petición por cuanto el 

cumplimiento de obligaciones frente al Sistema de la Protección Social no genera daño 

alguno a los derechos fundamentales de la demandante, mucho menos se configura este 

perjuicio con ocasión de que una Entidad Estatal adelante un proceso de fiscalización en 

ejercicio de sus facultades. 

EN CUANTO A LA SOLICITUD DE CONDENA EN COSTAS:

Esta carga económica comprende, por una parte, los gastos necesarios para el trámite del 

juicio distintos del pago de apoderados y de otro lado, las agencias en derecho que 

corresponden a los gastos efectuados por concepto de apoderamiento, por lo que es 

necesario recordar que en aquellos casos en los cuales se demuestre que existe un 

interés general como es el caso que nos ocupa, no debe condenarse en costas.

Aunado a lo anterior, la Unidad es una autoridad pública que defiende la prevalencia del 

interés general y garantiza la efectividad de los principios, derechos y deberes que tienen 

que ver con el pago correcto y oportuno de las contribuciones parafiscales de la 

protección social cuyo objetivo es proteger los recursos y el patrimonio público del 

Sistema de Seguridad Social, y persigue una finalidad constitucionalmente legitima ya que 

las actuaciones de mi representada se hacen en base al cumplimiento de los fines del 

estado, motivo por el cual se puede establecer exenciones en el pago de costas.   

Ahora bien, el artículo 188 del CPACA, establece: 

“Salvo en los procesos en que se ventile un interés público, la sentencia dispondrá 
sobre la condena en costas, cuya liquidación y ejecución se regirán por las normas del 
Código de Procedimiento Civil”. 

El precitado artículo remite en este tema al C.P.C. hoy, C.G.P; el cual en su artículo 365 

determina las reglas a las que debe sujetarse la condena en costas, de la siguiente 

manera: 

(…)

“Solo habrá lugar a costas cuando en el expediente aparezca que se causaron y 
en la medida de su comprobación”. 

Sin embargo, al revisar el escrito de demanda, no se encuentra ninguna prueba que 

acredite los gastos en que incurrió la parte actora para el desarrollo del proceso, por tanto, 



   

mal puede condenarse en costas a mi representada en la medida en que no hay 

causación alguna que lo justifique.  

Por otra parte, con sujeción al lineamiento jurisprudencial que se ha fijado en materia de 

condena en costas (1), (2) las mismas no son procedentes conforme a lo previsto en al 

artículo 188 del C.P.A.C.A, toda vez que la controversia en el presente asunto reviste un 

carácter de interés público dado que con el adecuado, completo y oportuno pago de 

aportes parafiscales se busca obtener los recursos necesarios para cumplir con el 

desarrollo de 2los fines del Estado Social de Derecho previstos en el artículo 2 de la 

Constitución Política, así como la financiación del Sistema. 

De acuerdo con lo expuesto, en el sub examine, es indudable que nos encontramos frente 

a un asunto de interés público, como son las contribuciones parafiscales, las cuales 

resultan necesarias para el propio funcionamiento y sostenibilidad del sistema de la 

Protección Social, y redundan de manera directa en beneficio del aportante e 

indirectamente de la comunidad en desarrollo del principio de solidaridad impuesto a toda 

persona por el sólo hecho de su pertenencia al conglomerado social- consistente en la 

vinculación del propio esfuerzo y actividad en beneficio o apoyo de otros asociados o en 

interés colectivo.

Sobre el particular, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección 

Segunda, en sentencia del 19 de agosto de 2004, Exp. 2002-0175 (3403-02), precisó: 

Del recuento anterior de preceptos es necesario resaltar la importancia que tiene el 
principio de solidaridad en el régimen de salud de la ley 100 de 1993, el cual 
constituye un deber exigible a las personas, que hace referencia a la obligación que 
tienen los administrados de contribuir con su esfuerzo a la sostenibilidad, equidad y 
eficiencia, lo cual lleva forzosamente a concluir que éstos deban cotizar, si tienen 
ingresos, no solo para poder recibir los distintos beneficios, sino además para 
preservar el sistema en conjunto. 

Resulta, por lo tanto, una verdad indiscutible que la seguridad social integral tiende a 
la protección de los miembros de una comunidad en sus múltiples necesidades, por lo 
que la filosofía que informa el sistema está fincada, se repite, en la solidaridad social y 
en la integralidad. En esa medida los costos no los debe asumir el contingente de los 
trabajadores amparados, como tampoco los empresarios o patronos, pues éstos 
deben asumirlos  todos en conjunto, en directa proporción a sus recursos y así, los 
que poseen más, aportan más y los menos capaces, cotizan en menor cantidad. 
Además, los capacitados económicamente para aportar, subsidian a los demás, como 
una manifestación de la solidaridad humana.” (Subrayado y Negrilla fuera de texto). 

Por lo anterior Señora Juez, ni siquiera en gracia de discusión es procedente la condena 

en costas a mi representada y ruego de manera respetuosa, considerarlo en igual sentido. 

1 Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Cuarta – Subsección “A”, Magistrada Ponente: Dra. Stella Jeannette 
Carvajal Basto. Expediente N° 25000233700020120035900, Sentencia del 25 de septiembre de 2013.

2.- Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Cuarta – Subsección “A”, Magistrada Ponente: Dra. Patricia 
Afanador Armenta. Expediente N° 25000233700020130041700, Sentencia del 21 de agosto de 2014.



   

III. A LOS HECHOS DE LA DEMANDA – “4. ANTECEDENTES ADMINISTRATIVOS”

PRIMERO: ES CIERTO. - Ver archivos de la carpeta denominada: “REQUERIMIENTO 

DE INFORMACIÓN” de los antecedentes administrativos.

SEGUNDO Y TERCERO: SON CIERTOS. - Ver archivos de la carpeta denominada: 

“REQUERIMIENTO PARA DECLARAR Y O CORREGIR” de los antecedentes 

administrativos.

CUARTO: ES CIERTO. - Ver archivos de la carpeta denominada: “LIQUIDACION 

OFICIAL”, de los antecedentes administrativos.

SEXTO. ES CIERTO: - Ver archivos de la carpeta denominada: “RECURSO DE 

RECONSIDERACIÓN” de los antecedentes administrativos.

SÈPTIMO. ES CIERTO: - Ver archivos de la carpeta denominada: “RECURSO DE 

RECONSIDERACIÓN” de los antecedentes administrativos.

OCTAVO. ES CIERTO: - Ver archivos de la carpeta denominada: “RECURSO DE 

RECONSIDERACIÓN” de los antecedentes administrativos.

IV. ARGUMENTOS DE DEFENSA

EN CUANTO A LO SEÑALADO POR EL DEMANDANTE EN LOS ACÁPITES 
DENOMINADOS: “FUNDAMENTOS DE DERECHO” Y “NORMAS VULNERADAS” 

Antes de pronunciarme respecto de los cargos formulados por el accionante en acápite 

de  “concepto de violación”, es preciso señalar que la Entidad que represento no ha 

vulnerado ninguna de las normas que la parte actora cita en este acápite, de su lectura se 

puede colegir que corresponde a transcripción, resumen y apreciación que se hace de las 

mismas, sin que en el fondo se exprese con exactitud y claridad, cuál es la supuesta 

infracción o quebrantamiento en que incurrió la Unidad en la expedición de los actos 

administrativos demandados. 

Señala la sentencia de la Corte Constitucional del 20 de noviembre de 2013, Magistrada 

María Victoria Calle Correa, que los argumentos expuestos por el demandante frente al 

“concepto violación” debe obedecer a una labor argumentativa clara y por parte del 

demandante, así: 
“…4. El tercero de los requisitos antes indicados, conocido como concepto de 
violación, requiere que el demandante despliegue una labor argumentativa que 
permita a la Corte fijar de manera adecuada los cargos respecto de los cuales 
debe pronunciarse y, de este modo, respetar el carácter rogado del control de 
constitucionalidad.  En ese orden de ideas, esta Corporación ha consolidado 
una doctrina sobre los requisitos básicos para examinar la aptitud de la 



   

demanda, expuestos de manera canónica en la sentencia C-1052 de 2001[14], 
en los siguientes términos:
Claridad: exige que cada uno de los cargos de la demanda tenga un hilo 
conductor en la argumentación que permita al lector comprender el contenido 
de su demanda y las justificaciones en las que se basa.
Certeza: Esto significa que (i) la demanda recaiga sobre una proposición 
jurídica real y existente “y no simplemente [sobre una] deducida por el actor, o 
implícita”; (ii) que los cargos de la demanda se dirijan efectivamente contra las 
normas impugnadas y no sobre otras normas vigentes que, en todo caso, no 
son el objeto concreto de la demanda.
Especificidad: Las razones son específicas si definen con claridad la manera 
como la disposición acusada desconoce o vulnera la Carta Política a través “de 
la formulación de por lo menos un cargo constitucional concreto contra la norma 
demandada”, que permita verificar una oposición objetiva entre el contenido de 
las normas demandadas y la Constitución. De acuerdo con este requisito, no 
son admisibles los argumentos “vagos, indeterminados, indirectos, abstractos y 
globales” que no se relacionan concreta y directamente con las disposiciones 
que se acusan. 
 Pertinencia: El reproche formulado por el peticionario debe ser de naturaleza 
constitucional, es decir, fundado en la apreciación del contenido de una norma 
Superior que se expone y se enfrenta al precepto demandado. En este orden de 
ideas, son inaceptables los argumentos que se formulan a partir de 
consideraciones puramente legales y doctrinarias, o aquellos otros que se 
limitan a expresar puntos de vista subjetivos en los que “el demandante en 
realidad no está acusando el contenido de la norma sino que está utilizando la 
acción pública para resolver un problema particular, como podría ser la indebida 
aplicación de la disposición en un caso específico”; tampoco prosperarán las 
acusaciones que fundan el reparo contra la norma demandada en un análisis de 
conveniencia, calificándola “de inocua, innecesaria, o reiterativa” a partir de una 
valoración parcial de sus efectos.
Suficiencia: Se requiere la exposición de todos los elementos de juicio 
(argumentativos y probatorios) necesarios para iniciar el estudio de 
constitucionalidad respecto de la norma demandada. La suficiencia del 
razonamiento apela directamente al alcance persuasivo de la demanda, esto es, 
a la presentación de argumentos que, aunque no logren prime facie convencer 
al magistrado de que la norma es contraria a la Constitución, si despiertan una 
duda mínima sobre la constitucionalidad de la norma impugnada, de tal manera 
que inicia realmente un proceso dirigido a desvirtuar la presunción de 
constitucionalidad que ampara a toda norma legal y hace necesario un 
pronunciamiento por parte de la Corte Constitucional…”.

En el escrito de demanda, sobresale la vaguedad con la que se hace un recuento de las 

normas presuntamente violadas sin que se argumente el soporte de su afirmación, de 

manera que carece de las características que deben mantener los escritos de demanda, 

a saber: certeza, especificidad y suficiencia.

Pues bien, debe concluirse que contrario a lo afirmado por el demandante en el acápite 

“normas vulneradas”, se puede apreciar que la Entidad que representó respetó en su 

integridad los preceptos legales y constitucionales y los aplicó en estricto sentido, 

atendiendo los principios y fines esenciales del Estado y que los mismos fueron 

proferidos en ejercicio de las facultades y funciones atribuidas por Ley a la Unidad para 

determinar la correcta, adecuada y oportuna liquidación y pago de las Contribuciones 

Parafiscales de la Protección Social.

EN CUANTO A LO SEÑALADO POR EL DEMANDANTE EN EL ACÁPITE 
DENOMINADO: “CONCEPTO DE VIOLACIÓN”  



   

Señala el demandante: 

“CARGO PRIMERO: OBJECIÓN GENERAL AL PROCESO DE FISCALIZACION”

“CARGO TERCERO:  – VIOLACIÓN AL PRINCIPIO DE LEGALIDAD GENERADO POR 
LA EXPEDICIÓN DE LA LIQUIDACIÓN OFICIAL EN CALIDAD DE INDEPENDIENTE – 
TRANSGRESIÓN DE LA NORMA CONSTITUCIONAL – APLICACIÓN DE LA 
METODOLOGÍA REALIZADA PARA DETERMINAR EL IBC DEL INDEPENDIENTE ES 
INCONSTITUCIONAL POR NO TENER SOPORTE LEGAL.”

Al respecto H. Juez, se desestiman los argumentos expuestos por el demandante 
con fundamento en las siguientes consideraciones: 

La Corte Constitucional en sentencia C-711 del 5 de julio de 20013 se pronunció sobre el 

principio de legalidad en materia tributaria, así:

“La potestad impositiva del Estado se halla ligada al principio de legalidad en cuanto 
fundamento de competencia y poder creador de tributos, para cuyo ejercicio se hace 
indispensable la participación eminente de corporaciones de elección popular, habida 
consideración de la vocación democrática que usualmente las anima y de la estructura de 
poder que informa al Estado.  Por ello mismo cabe esperar que, con apoyo en las normas 
constitucionales y legales la competencia impositiva se halle primeramente en cabeza de 
una corporación con poderes legislativos, en orden a garantizar el surgimiento y desarrollo 
del tributo a partir de una génesis legal. El Congreso de la República aparece como el 
órgano soberano en materia impositiva. En relación con el Presidente de la República la 
Constitución también reivindica esa soberanía fiscal que informa la acción del Congreso, 
toda vez que a términos del artículo 150-10 superior el Legislativo no le puede otorgar al 
Presidente facultades extraordinarias para decretar impuestos.” (Subrayado fuera del 
Texto)

Y agregó lo siguiente:

“La Constitución registra en su artículo 338 unas claras directrices de competencia y 
construcción impositiva, prohijando al efecto tres principios capitales del ámbito fiscal:  el 
de la legalidad, el de la certeza y el de la irretroactividad del tributo. En lo que hace a la 
legalidad, la norma destaca tanto la competencia del Congreso, las asambleas y los 
concejos, como la condición de que todo tributo requiere ley previa que lo establezca (…)” 
(Subrayado fuera del Texto).

El Consejo de Estado4 por su parte ha señalado:

“(…) La facultad de establecer tributos se encuentra sometida al principio de legalidad 
tributaria, que incluye la representación popular para el señalamiento de los tributos y la 
predeterminación de los elementos esenciales de los mismos. De acuerdo con el principio 
de legalidad tributaria se ha señalado que comprende el de representación popular, según 
el cual no puede haber impuesto sin representación de los eventuales afectados, y por ello 
la Constitución autoriza únicamente al Congreso, Asambleas y Concejos a establecer 
impuestos y contribuciones fiscales y parafiscales (artículo 338 C.N.). El principio de 
predeterminación de los tributos implica que corresponde a esos órganos fijar sus 

3 Magistrado Ponente: Jaime Araujo Rentería.
4 Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Cuarta, sentencia del 31 de mayo de 2012, Rad. 2004-01228 (18015), 
Consejera Ponente Carmen Teresa Ortíz de Rodríguez.  



   

elementos, por lo que debe indicar los sujetos activo y pasivo de la obligación tributaria, así 
como los hechos, las bases gravables y las tarifas -salvo autorización respecto de tasas y 
contribuciones-, como se desprende del tenor literal del artículo 338 de la Constitución.” 
(…) (Subrayado fuera del Texto).

 
Pudiéndose colegir en líneas generales sobre el principio de legalidad que el mismo 

obedece a una cláusula general de competencia, que recae en cabeza de los órganos 

de representación popular los cuales son los únicos facultados por el ordenamiento 

constitucional para crear tributos, cualquiera sea su denominación tasas, impuestos y 

contribuciones, y determinar los elementos que de ellos se derivan tales como el hecho 

generador, la base gravable, la tarifa y los sujetos tanto activos como pasivos.

Así las cosas, en estricto sentido, y atendiendo que los aportes a salud y a pensiones 

desde el punto de vista netamente fiscal obedecen a contribuciones parafiscales y se 

rigen necesariamente por los principios de la imposición previstos en el artículo 338 de la 

Constitución Política de Colombia.

El art. 150 de la C.P. señala que corresponde al Congreso hacer las leyes y por su parte 

el artículo 338 ibídem dispone: 

“ARTICULO 338. En tiempo de paz, solamente el Congreso, las asambleas 
departamentales y los concejos distritales y municipales podrán imponer contribuciones 
fiscales o parafiscales. La ley, las ordenanzas y los acuerdos deben fijar, directamente, los 
sujetos activos y pasivos, los hechos y las bases gravables, y las tarifas de los impuestos. 

La ley, las ordenanzas y los acuerdos pueden permitir que las autoridades fijen la tarifa de 
las tasas y contribuciones que cobren a los contribuyentes, como recuperación de los 
costos de los servicios que les presten o participación en los beneficios que les 
proporcionen; pero el sistema y el método para definir tales costos y beneficios, y la forma 
de hacer su reparto, deben ser fijados por la ley, las ordenanzas o los acuerdos. 

Las leyes, ordenanzas o acuerdos que regulen contribuciones en las que la base sea el 
resultado de hechos ocurridos durante un período determinado, no pueden aplicarse sino a 
partir del período que comience después de iniciar la vigencia de la respectiva ley, 
ordenanza o acuerdo.”

De acuerdo con lo anterior, entraremos a verificar que no existe vulneración de estas 

normas y que previa a la expedición de la resolución demandada si existen normas que 

consagran la obligación de los independientes de afiliarse y pagar a portes al sistema de 

seguridad social en salud y pensiones, veamos: 

Inicialmente resulta importante señalar que las obligaciones que fiscaliza esta Unidad son 

de naturaleza tributaria y como tal deben cumplir con los elementos que definen su 

naturaleza. El concepto de tributo es una categoría compuesta por: (i) los impuestos, (ii) 

las tasas y (iii) las contribuciones. Respecto a la naturaleza de cada una de las clases que 

integran el concepto de tributo, la Corte Constitucional, mediante Sentencia C-545/94, 

señaló: 
 “(…)
Impuesto. El contribuyente está obligado a pagar el impuesto sin recibir ninguna 
contraprestación por parte del Estado. No hay una relación do ut des, es decir, los 



   

impuestos representan la obligación para el contribuyente de hacer un pago, sin que 
exista una retribución particular por parte del Estado.

 Tasa. La O.E.A. y el B.I.D., al diseñar un modelo de Código Tributario describen la tasa 
así: "Tasa es el tributo cuya obligación tiene como hecho generador la prestación 
efectiva y potencial de un servicio público individualizado en el contribuyente. Su 
producto no debe tener un destino ajeno al servicio que contribuye al presupuesto de la 
obligación."
Contribución Especial. Es un pago por una inversión que beneficia a un grupo de 
personas, como es el caso de la valorización.

Contribuciones Parafiscales. Son los pagos que deben realizar los usuarios de 
algunos organismos públicos, mixtos o privados, para asegurar el financiamiento 
de estas entidades de manera autónoma.

Se diferencian las tasas de los ingresos parafiscales, en que las primeras son una 
remuneración por servicios públicos administrativos prestados por organismos estatales, 
mientras que en las segundas los ingresos se establecen en provecho de organismos 
privados o públicos no encargados de la prestación de servicios públicos administrativos 
propiamente dichos. En Colombia se da como ejemplo de contribuciones parafiscales a 
la llamada retención cafetera, a cargo de los exportadores de café, y con cuyo producido 
se conforman los recursos del Fondo Nacional del Café.

A su vez, la tasa se diferencia del impuesto por dos aspectos: 1) En la tasa existe una 
contraprestación (el envío de la carta, el transporte por ferrocarril, el suministro de 
energía), mientras que en el impuesto, por definición, no se está pagando un servicio 
específico o retribuyendo una prestación determinada; y 2) La diferencia radica en el 
carácter voluntario del pago de la tasa y en el carácter obligatorio del pago del tributo. 
"Sin embargo, algunos autores, con razón han señalado que la segunda distinción no es 
muy exacta, puesto que cuando la tasa se está exigiendo como contraprestación de los 
servicios que de manera exclusiva o bajo la forma de monopolio suministra el Estado, le 
es muy difícil, si no imposible, al particular no utilizarlo. Por lo tanto el carácter de 
voluntariedad se desdibujaría en la tasa. Ante un monopolio del servicio postal la única 
manera de no pagar las tasas del envío de cartas sería no escribiendo cartas, lo cual 
resulta imposible en la vida moderna. De manera que "la verdadera distinción del 
impuesto y de la tasa reposa en la ausencia o en la existencia de una contrapartida 
proporcional y no en el carácter profesional obligatorio o no obligatorio 2

 La Contribución fiscal comprende el impuesto propiamente dicho, la tasa y la 
contribución de carácter especial, como el impuesto de valorización, mientras que la 
parafiscalidad está constituida por una especie de "impuestos corporativos" que, en 
concepto del profesor Maurice Duverger, son los que se perciben en provecho de 
instituciones públicas o privadas que tienen el carácter de colectividades (…)”. (Negrita 
fuera de texto original).

Dentro de las contribuciones parafiscales establecidas por el legislador, las que ocupan a 

esta Unidad son las contribuciones parafiscales de la protección social, vale la pena 

anotar, que tienen como propósito “disminuir la vulnerabilidad y mejorar la calidad de vida 

de los colombianos, especialmente de los más desprotegidos. Para obtener como mínimo 

el derecho a: la salud, la pensión y al trabajo”, 

Tal como lo establece el artículo 1 de la Ley 789 de 2002:

 “ARTÍCULO 1o. SISTEMA DE PROTECCIÓN SOCIAL. El sistema de protección social 
se constituye como el conjunto de políticas públicas orientadas a disminuir la 
vulnerabilidad y a mejorar la calidad de vida de los colombianos, especialmente de los 
más desprotegidos. Para obtener como mínimo el derecho a: la salud, la pensión y al 
trabajo.
El objeto fundamental, en el área de las pensiones, es crear un sistema viable que 
garantice unos ingresos aceptables a los presentes y futuros pensionados.

En salud, los programas están enfocados a permitir que los colombianos puedan 
acceder en condiciones de calidad y oportunidad, a los servicios básicos.

El sistema debe crear las condiciones para que los trabajadores puedan asumir las 
nuevas formas de trabajo, organización y jornada laboral y simultáneamente se 
socialicen los riesgos que implican los cambios económicos y sociales. Para esto, el 



   

sistema debe asegurar nuevas destrezas a sus ciudadanos para que puedan afrontar 
una economía dinámica según la demanda del nuevo mercado de trabajo bajo un 
panorama razonable de crecimiento económico”. (Resaltado fuera del texto).

MARCO NORMATIVO: 

“2.1 Hecho generador

 Ley 100 de 1993, artículos 3º y 204.
 Decreto 2353 de 2015, artículo 34; compilado en el Decreto 780 de 2016, 

artículo 2.1.4.1
 Ley 797 de 2003, artículo 2º que modifica parcialmente el artículo 13 de la Ley 

100 de 1993.

2.2 Sujeto activo

 Ley 100 de 1993, artículos 52 y 90.
 Ley 100 de 1993, artículo 177.

2.3 Sujeto pasivo

 Decreto 1406 de 1999, literal c) del artículo 16; compilado en el Decreto 780 
de 2016, artículo 2.2.1.1.1.3.

 Ley 100 de 1993, numeral 1º del literal A) del artículo 157.
 Ley 797 de 2003, artículos 3º y 4º que modifican parcialmente los artículos 15 

y 17 de la Ley 100 de 1993.

2.4 Base gravable

 Ley 100 de 1993, parágrafo 2º del artículo 204.
 Ley 797 de 2003, artículo 5º y 6º que modificaron el artículo 18 y 19 de la Ley 

100 de 1993.
 Decreto 510 de 2003, artículo 3º; compilado en el Decreto 1833 de 2016, 

artículo 2.2.3.1.7.
 Ley 1753 de 2015, artículo 135, derogado por el artículo 336 de la Ley 1955 

de 2019, vigente para los periodos fiscalizados.
 Ley 1955 de 2019, parágrafo 1º y 2º del artículo 244.

2.5 Tarifas

 Ley 100 de 1993, artículo 20, modificado por el artículo 7º de la Ley 797 de 
2013, en concordancia con el artículo 1º del Decreto 4982 de 2007, compilado 
en el artículo 2.2.3.1.6 del Decreto 1833 de 2016.

 Decreto 510 de 2003, artículo 5º; compilado en el Decreto 1833 de 2016, 
artículo 2.2.3.1.9.

 Ley 100 de 1993, artículo 204, modificado por el artículo 10° de la Ley 1122 
de 2007.

2.6 Procedimiento para la expedición de la liquidación oficial

 Ley 1151 de 2007, artículo 156.
 Decreto Ley 169 de 2008, artículo 1°, literal b).
 Ley 1607 de 2012, artículo 178.
 Decreto 575 de 2013, artículo 21, numeral 10°.
 Decreto 1068 de 2015, en los artículos 2.12.1.1 y 2.12.1.8, que compilan los 

artículos 1º y 8º respectivamente, del Decreto 3033 de 2013.
 Ley 1739 de 2014, artículo 50, que modificó el artículo 180 de la Ley 1607 de 

2012.
 Ley 1819 de 2016, artículo 314, modificado y adicionado por el artículo 121 de 

la Ley 2010 de 2019.
 Estatuto Tributario, Libro V, Títulos I, IV, V y VI.



   

Frente a la obligación de realizar aportes, debe señalarse que todos aquellos que tengan 

capacidad de pago deben hacerlo, pues así lo determinó el legislador con base en las 

siguientes normas.

La Ley 100 de 1993 en sus artículos 154 y 157 establece:

“ARTÍCULO 154. INTERVENCIÓN DEL ESTADO. El Estado intervendrá en el 
servicio público de Seguridad Social en Salud, conforme a las reglas de competencia 
de que trata esta Ley, en el marco de lo dispuesto en los artículos 48, 49, 334 y 365 a 
370, 366, 367, 368, 369 de la Constitución Política. Dicha intervención buscará 
principalmente el logro de los siguientes fines:

a) Garantizar la observancia de los principios consagrados en la Constitución y en los 
artículos 2 y 153 de esta Ley.
b) Asegurar el carácter obligatorio de la Seguridad Social en Salud y su naturaleza de 
derecho social para todos los habitantes de Colombia;
c) (…)”

“ARTICULO. 157.-Tipos de participantes en el sistema general de seguridad 
social en salud. A partir de la sanción de la presente ley, todo colombiano participará 
en el servicio público esencial de salud que permite el sistema general de seguridad 
social en salud. Unos lo harán en su condición de afiliados al régimen contributivo o 
subsidiado y otros lo harán en forma temporal como participantes vinculados.

A) Afiliados al sistema de seguridad social

Existirán dos tipos de afiliados al sistema general de seguridad social en salud:

1. Los afiliados al sistema mediante el régimen contributivo son las personas 
vinculadas a través de contrato de trabajo, los servidores públicos, los pensionados y 
jubilados y los trabajadores independientes con capacidad de pago. Estas 
personas deberán afiliarse al sistema mediante las normas del régimen contributivo de 
que trata el capítulo I del título III de la presente ley. (…)” (Negrilla fuera de texto)

El Gobierno al reglamentar los anteriores artículos expidió el Decreto 806 de 1998, el cual 

en su artículo 26, literal d, incluye expresamente a los trabajadores independientes como 

afiliados al régimen contributivo de salud, en calidad de cotizantes, así:

“Artículo 26. Afiliados al régimen contributivo. Las personas con capacidad de pago 
deberán afiliarse al Régimen Contributivo mediante el pago de una cotización o aporte 
económico previo, el cual será financiado directamente por el afiliado o en 
concurrencia entre éste y su empleador.

Serán afiliados al Régimen Contributivo del Sistema General de Seguridad Social en 
Salud:

1. Como cotizantes:
2.
(…) d) Los trabajadores independientes, los rentistas, los propietarios de las 
empresas y en general todas las personas naturales residentes en el país, que no 
tengan vínculo contractual y reglamentario con algún empleador.”

Por su parte, el Decreto 1406 del 28 de julio de 1999; “por medio del cual se adoptan unas 

disposiciones reglamentarias de la Ley 100 de 1993, se reglamenta parcialmente el 

artículo 91 de la Ley 488 de diciembre 24 de 1998, se dictan disposiciones para la puesta 

en operación del Registro Único de Aportantes al Sistema de Seguridad Social Integral, se 

establece el régimen de recaudación de aportes que financian dicho Sistema y se dictan 

otras disposiciones”, señala:



   

“Artículo 1. Alcance de las expresiones «Sistema», «Entidad Administradora», 
«Administradora», «Aportante» y «Afiliado».
Para los efectos del presente decreto, las expresiones «sistema», «entidad 
administradora», «administradora», «aportante» y «afiliado» tendrán los siguientes 
alcances:

«Aportante» es la persona o entidad que tiene la obligación directa frente a la entidad 
administradora de cumplir con el pago de los aportes correspondientes a uno o más 
de los servicios o riesgos que conforman el Sistema y para uno o más afiliados al 
mismo. Cuando en este decreto se utilice la expresión «aportantes», se entenderá que 
se hace referencia a las personas naturales o jurídicas con trabajadores dependientes, 
a las entidades promotoras de salud, administradoras de pensiones o riesgos 
profesionales obligadas a realizar aportes correspondientes al Sistema, a los rentistas 
de capital y demás personas que tengan capacidad de contribuir al 
financiamiento del SGSSS, y a los trabajadores independientes que se 
encuentren afiliados al Sistema de Seguridad Social Integral”. (Negrilla fuera de 
texto)

De manera que si la Ley 100 contempla como objetivo que toda persona participe en el 

servicio esencial de salud como afiliado o vinculado y dicha disposición se reglamentó 

mediante el Decreto 806 de 1998 en el cual se incluyeron los trabajadores 

independientes, debe entenderse que dicha categoría de sujetos, los trabajadores por 

cuenta propia son afiliados al Sistema de Seguridad Social. 

Aunado a lo anterior, en sentencia de la H. Corte Constitucional C-578 del 26 de agosto 

de 2009, Magistrado Ponente JUAN CARLOS HENAO PÉREZ, concluyó que de la 

interpretación de los artículos 157 y 204 de la Ley 100 de 1993 debía considerarse dentro 

de la expresión “trabajadores independientes” a todas las personas económicamente 

activas, así:

“(…) Ahora bien, para intervinientes como la CUT, si bien con la expresión 
“trabajadores independientes” se incurre en un defecto técnico al otorgar a los 
“independientes con capacidad de pago” la calidad de “trabajadores”, no por ello la 
norma deviene inconstitucional, en la medida que una compresión amplia de la 
expresión permite incluir dentro de tal concepto el de “rentistas” tal como en su 
momento lo señaló el Decreto 3063 de 1989, en su artículo 15, según el cual es 
trabajador independiente toda “persona natural que ejerce personal y directamente 
una profesión, oficio o actividad económica, con o sin trabajadores a su servicio, sin 
sujeción a contrato de trabajo”, con lo cual se concluye que la expresión 
trabajadores independientes incluye a todas las personas económicamente 
activas. 

Ahora, respecto a la determinación de los trabajadores independientes se encuentra 

regulado por el artículo 135 de la Ley 1753 de 2015, en los siguientes términos:

“ARTÍCULO 135. INGRESO BASE DE COTIZACIÓN (IBC) DE LOS 
INDEPENDIENTES. Los trabajadores independientes por cuenta propia y los 
independientes con contrato diferente a prestación de servicios que perciban ingresos 
mensuales iguales o superiores a un (1) salario mínimo mensual legal vigente 
(smmlv), cotizarán mes vencido al Sistema Integral de Seguridad Social sobre un 
ingreso base de cotización mínimo del cuarenta por ciento (40%) del valor 
mensualizado de sus ingresos, sin incluir el valor total del Impuesto al Valor Agregado 
(IVA), cuando a ello haya lugar, según el régimen tributario que corresponda. Para 
calcular la base mínima de cotización, se podrán deducir las expensas que se 
generen de la ejecución de la actividad o renta que genere los ingresos, siempre que 
cumplan los requisitos del artículo 107 del Estatuto Tributario.



   

En caso de que el ingreso base de cotización así obtenido resulte inferior al 
determinado por el sistema de presunción de ingresos que determine el Gobierno 
Nacional, se aplicará este último según la metodología que para tal fin se establezca 
y tendrá fiscalización preferente por parte de la Unidad Administrativa Especial de 
Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social (UGPP). No 
obstante, el afiliado podrá pagar un menor valor al determinado por dicha presunción 
siempre y cuando cuente con los documentos que soportan la deducción de 
expensas, los cuales serán requeridos en los procesos de fiscalización preferente que 
adelante la UGPP.

En el caso de los contratos de prestación de servicios personales relacionados con 
las funciones de la entidad contratante y que no impliquen subcontratación alguna o 
compra de insumos o expensas relacionados directamente con la ejecución del 
contrato, el ingreso base de cotización será en todos los casos mínimo el 40% de 
valor mensualizado de cada contrato, sin incluir el valor total el Impuesto al Valor 
Agregado (IVA), y no aplicará el sistema de presunción de ingresos ni la deducción de 
expensas. Los contratantes públicos y privados deberán efectuar directamente la 
retención de la cotización de los contratistas, a partir de la fecha y en la forma que 
para el efecto establezca el Gobierno Nacional.

Cuando las personas objeto de la aplicación de la presente ley perciban ingresos de 
forma simultánea provenientes de la ejecución de varias actividades o contratos, las 
cotizaciones correspondientes serán efectuadas por cada uno de los ingresos 
percibidos de conformidad con la normatividad aplicable. Lo anterior en concordancia 
con el artículo 5o de la Ley 797 de 2003”.

De otro lado, el artículo 107 del Estatuto Tributario, dispone:

“…Artículo. 107. Las expensas necesarias son deducibles. Son deducibles las 
expensas realizadas durante el año o período gravable en el desarrollo de cualquier 
actividad productora de renta, siempre que tengan relación de causalidad con las 
actividades productoras de renta y que sean necesarias y proporcionadas de acuerdo 
con cada actividad.

La necesidad y proporcionalidad de las expensas debe determinarse con criterio 
comercial, teniendo en cuenta las normalmente acostumbradas en cada actividad y 
las limitaciones establecidas en los artículos siguientes…”
 

En ese orden, para que las sumas que reciba el aportante puedan deducirse, para efectos 

del cálculo del IBC, deben configurarse la relación de causalidad con la actividad 

productora de renta, la relación de necesidad con los ingresos gravados del obligado y 

deberá también ser proporcionado o razonable con relación al ingreso; finalmente, deben 

acreditarse en el período o periodos objeto de fiscalización.

Para mayor comprensión del artículo 107 del Estatuto Tributario sobre el tema de las 

deducciones a los ingresos percibidos, el Consejo de Estado5 trajo a mención las 

definiciones de Causalidad, Necesidad y Proporcionalidad, así:

“…Se resalta entonces que, en materia tributaria, sólo son aceptables como 
deducción las expensas que tengan relación de causalidad, que sean necesarias y 
proporcionadas respecto del ingreso percibido; de lo contrario, sólo son admitidas 
las deducciones expresamente reconocidas por la ley, siendo la aplicación de éstas 
últimas de carácter restrictivo, como quiera que responden a una excepción fiscal.

Además, la misma ley especifica cada uno de los requisitos esenciales para la 
aceptación de las mismas en los siguientes términos:

5 Consejo de Estado, Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, Sección Cuarta, C.P. Martha Teresa Briceño de 
Valencia, Radicación No. 25000-23-27-000-2005-01251-01(16454).



   

CAUSALIDAD: Es el vínculo que guardan los gastos realizados con la actividad 
productora de renta”.
NECESIDAD: El requisito de la necesidad del gasto, debe establecerse en relación 
con el ingreso y no con la actividad que lo genera; basta con que sea susceptible de 
generarlo o de ayudar a generarlo”, y
PROPORCIONALIDAD: Este presupuesto exige que la expensa guarde una 
proporción razonable con el ingreso (magnitud del gasto y beneficio que pueda 
generarse)”

Por otra parte, con la expedición de la Ley 1753 de 2015 (artículo 135), se introdujo una 

modificación para hacer el cálculo del ingreso base de cotización para los trabajadores 

independientes por cuenta propia y los independientes con contrato diferente a prestación 

de servicios que perciban ingresos mensuales iguales o superiores a un (1) salario 

mínimo mensual legal vigente (smmlv), referida a la aplicación del 40% del valor 

mensualizado de sus ingresos.

Por lo tanto, para los meses de enero a junio de 2015, el Ingreso Base de Cotización, 

sobre el cual deben liquidarse los aportes a la seguridad social, se determina sobre los 

ingresos efectivamente percibidos, de los cuales pueden deducirse los costos y/o gastos 

en que se incurra para desarrollar la actividad, siempre que tengan relación de causalidad 

con la actividad generadora de renta y que sean necesarias y proporcionadas para la 

ejecución de la misma, según dispone el artículo 107 del Estatuto Tributario, quedando 

entonces desestimado el argumento expuesto.

Y por virtud del artículo 135 de la Ley 1753 de 2015, a partir de julio de 2015, se 

determina un ingreso base de cotización mínimo del cuarenta por ciento (40%) del valor 

mensualizado de los ingresos, sin incluir el valor total del Impuesto al Valor Agregado 

(IVA), del cual también podrá deducir las expensas que se generen de la ejecución de la 

actividad. 

Efectuadas las anteriores precisiones, resulta claro que no existe un vacío legal como lo 

advierte el recurrente en relación con la determinación del ingreso base de cotización para 

el pago de aportes al Sistema de Seguridad Social para la vigencia 2015, que deba ser 

llenado por esta Unidad.

Ahora bien, sobre la sentencia 578 de 2009, debe precisarse que el fundamento jurídico 

de los actos proferidos dentro del proceso de fiscalización adelantado al demandante está 

constituido por la normatividad aplicable a la materia, como una lectura juiciosa de tal 

documento permite advertir; en especial conviene señalar algunas normas consideradas 

en ese acto, que establecieron dicha base:
2.4. “Base gravable

 Ley 100 de 1993, parágrafo 2º del artículo 204. 



   

 Ley 797 de 2003, artículos 5º y 6º que modificaron los artículos 18 y 19 de la Ley 100 de 
1993. 

 Decreto 510 de 2003, artículos 1° y 3º compilado en el Decreto 1833 de 2016, artículos 
2.2.2.1.5. y 2.2.3.1.7. respectivamente. 

 Ley 1753 de 2015, artículo 135.” 

Hechas las precisiones anteriores, es claro que la UGPP no desconoce del principio de 

legalidad en materia tributaria consagrado en los artículos 150 (numeral 12) y 338 de la 

Constitución Política dado que todos los elementos de la obligación están expresamente 

determinados en la Ley.

Así, se observa que no se está comprometiendo las normas señaladas como vulneradas 

por el demandante, ya que con el IBC determinado para el año 2015, no se están 

imponiendo obligaciones adicionales o cargas desproporcionadas, toda vez se está dando 

aplicación a las normas que regulan este tema. 

Resulta claro que no existe un vacío legal en relación con la determinación del ingreso 

base de cotización para el pago de aportes al Sistema de Seguridad Social para la 

vigencia 2015, que deba ser llenado por esta Unidad, por lo tanto, no existe 

extralimitación en las funciones que legalmente le han sido atribuidas a la Unidad, ya que 

en su actuar se contrae a la aplicación de la ley sin invadir competencia alguna del órgano 

legislativo.

Señala el demandante: “CARGO TERCERO: INEXISTENCIA DE OMISIÓN – 
AFILIACIÓN AL SISTEMA DE SALUD –FALSA MOTIVACION DEL ACTO 
ADMINISTRATIVO GENERA NULIDAD.”

Al respecto Señora Juez, se desestiman los argumentos expuestos por el 
demandante en este cargo con fundamento en las siguientes consideraciones:”

Frente a la motivación de los actos administrativos la Ley 1437 de 2011 en su artículo 42 

precisó:
“Artículo 42. Contenido de la decisión. Habiéndose dado oportunidad a los 
interesados para expresar sus opiniones, y con base en las pruebas e informes 
disponibles, se tomará la decisión, que será motivada.

La decisión resolverá todas las peticiones que hayan sido oportunamente 
planteadas dentro de la actuación por el peticionario y por los terceros reconocidos.”

Sobre la motivación de los actos administrativos resulta relevante citar lo explicado por la 

Sección Cuarta del Consejo de Estado en sentencia de 29 de abril de 2015, así:

“Ahora, la exigencia de que el acto administrativo sea motivado es un problema de 
forma del acto. Cuando la Constitución o la ley mandan que ciertos actos se dicten 
de forma motivada y que esa motivación conste, por lo menos, en forma sumaria en 
el texto del acto administrativo, se está condicionando el modo de expedirse, esto 
es, la forma del acto administrativo , tal como ocurre con el artículo 35 del Decreto 



   

01 de 1984 (en igual sentido puede verse el artículo 42 de la Ley 1437 de 2011), que 
exige que los actos administrativos de contenido particular y concreto se expidan 
con una motivación, al menos, en forma sucinta, esto es, breve, pero sustancial.

La falta de motivación, entonces, es el presupuesto o una de las causas que dan 
lugar a la nulidad por expedición irregular del acto administrativo, que no a la nulidad 
por falsa motivación, como suele entenderse equivocadamente”.

Descendiendo al caso concreto, y una vez revisados los actos administrativos proferidos 

en el proceso de fiscalización adelantado, se observa que contienen los siguientes 

acápites:

 Consideraciones relacionadas con la expedición del Requerimiento para Declarar 
y/o Corregir y su notificación.

 Oportunidad en ella se indica el término establecido en el artículo 180 de la Ley 
1607 de 2012, modificado por el artículo 50 de la Ley 1739 de 2014.

 Marco Legal en el que se desagrega toda la normatividad que define el Hecho 
Generador, Sujeto Activo, Sujeto Pasivo, Base Gravable, Tarifas, Procedimiento 
para la expedición de la Liquidación Oficial y término para iniciar las acciones 
sancionatorias y de determinación.

 Fundamentos de Derecho, se define el Sistema de Seguridad Social y los 
Subsistemas y las obligaciones del obligado frente al Subsistema de Salud; 
Pensión y Riesgos Laborales.

 Conformación del Ingreso Base de Cotización, en el que se analiza la 
normatividad relativa a la conformación del IBC, las condiciones especiales del 
aportante y de donde se toman los ingresos efectivamente percibido por el 
obligado en el proceso de fiscalización y se identifican la respuesta por medio de 
la cuales fue atendido el Requerimiento para Declarar y/o Corregir por el 
aportante;

 Análisis y Conclusiones, donde se analiza la contestación dada por el aportante 
al Requerimiento para Declarar y/o Corregir y las pruebas aportadas, que permitió 
la confirmación de ajustes y/o modificación de otros.

Es necesario tener en cuenta que en estos actos administrativos se plasman los 

fundamentos de hecho y de derecho sobre los cuales se cimenta la decisión a tomar, se 

plasman las disposiciones legales que fundamentan la existencia de las obligaciones para 

con el Sistema de la Protección Social y la forma de cumplirlas. 

De igual forma, se presenta el análisis realizado al acervo probatorio de cara a las 

disposiciones legales que regulan el correcto pago de aportes.

Es así como primeramente ese encuentra cuáles fueron los conceptos tomados para 

establecer las obligaciones del aportante ante los Subsistemas de la Protección Social.

En segundo lugar, se presenta y se indica el factor de cálculo para el Ingreso Base de 

Cotización.

Y en tercer lugar, a lo largo del acto administrativo se detallan las normas vigentes al 

momento de la fiscalización en lo que tiene que ver con la determinación del Ingreso Base 



   

de Cotización y las tarifas a aplicar para el pago de aportes al Sistema de la Protección 

Social, la valoración de soportes, y en la resolución que resuelve el recurso de 

reconsideración se resolvieron las objeciones presentadas por el aportante.

La Ley 100 de 1993 estableció que son afiliados a este subsistema las personas 

vinculadas a través de contrato de trabajo, los servidores públicos, los pensionados y 

jubilados y los trabajadores independientes con capacidad de pago.

Por su parte, el artículo 26 del Decreto 806 de 19986, señala que serán afiliados como 

COTIZANTES en el régimen contributivo de salud: Los trabajadores independientes, 
los rentistas, los propietarios de las empresas y en general todas las personas 
naturales residentes en el país, que no tengan vínculo contractual y reglamentario con 

algún empleador. 

Es de anotar que los rentistas de capital, entendidos como aquellas personas naturales 

que obtienen sus ingresos del resultado de inversiones en acciones y/o arrendamientos, 

son considerados como “aportantes” en el Sistema General de Salud y, por tanto, tienen 

la obligación de pagar la cotización7.

Además, toda persona natural que ejerce una actividad económica es considerada como 

trabajador independiente, según lo señala la Sentencia No. C-578 de 2009 de la Corte 

Constitucional, que en sentido amplio de la expresión “trabajador independiente” incluyó a 

los rentistas de capital, asegurando así el principio de universalidad y solidaridad del 

sistema, es decir, consagrando la obligatoriedad de que los “rentistas” coticen al Sistema 

General de Salud, de tal manera que todo colombiano, sin excepción alguna, debe 

encontrarse afiliado.

De igual manera, debe señalarse que mediante la Ley 1753 de 2015 se estableció una 

importante modificación en la forma de cotizar al Sistema de Seguridad Social Integral de 

los trabajadores independientes; dicha disposición, en su artículo 135, los clasifica en tres 

grupos: (i) por cuenta propia; (ii) con contrato diferente a la prestación de servicios, y (iii) 

con contrato de prestación de servicios personales. 

En este sentido, los rentistas de capital pueden incluirse en el grupo de trabajadores 

independientes con contrato diferente a prestación servicios, pues la expresión 

6 Derogado por el artículo 89 del Decreto 2353 de 2015; Decreto actualmente compilado en el Decreto 780 de 2016, artículo 
2.1.4.1. Afiliados al régimen contributivo.
7 Decreto 1406 de 1999. Artículo 1º «Aportante» es la persona o entidad que tiene la obligación directa frente a la entidad 
administradora de cumplir con el pago de los aportes correspondientes a uno o más de los servicios o riesgos que 
conforman el Sistema y para uno o más afiliados al mismo. Cuando en este decreto se utilice la expresión «aportantes», se 
entenderá que se hace referencia a las personas naturales o jurídicas con trabajadores dependientes, a las entidades 
promotoras de salud, o administradoras de pensiones obligadas a realizar aportes correspondientes al Sistema, a los 
rentistas de capital y demás personas que tengan capacidad de contribuir al financiamiento del SGSSS, y a los 
trabajadores independientes que se encuentren afiliados al Sistema de Seguridad Social Integral. (negrillas y subrayado 
propio).  Actualmente compilado en el artículo 3.2.1.1. del Decreto 780 de 2016.



   

“independientes con contrato diferente a prestación de servicios” se refiere a aquellos que 

derivan los ingresos por cualquier forma de contratación que no sea prestación de 

servicios personales y ahí quedarán incluidos los arrendamientos, intereses, dividendos, 

entre otros, que surgen de las inversiones que hace la persona rentista de capital y que 

no implican la prestación de un servicio, pero que le dan la capacidad de pago por cuanto 

recibe ingresos mensuales producto del ejercicio de una actividad económica y/o de la 

explotación de su capital, y es precisamente esa capacidad de pago la que se ha exigido 

en las diferentes normas para estar obligado a cotizar al Sistema Integral de Seguridad 

Social.

Adicionalmente, la Ley 100 de 1993, en el artículo 6º, expresamente dispone como 

objetivo del SSSI “Garantizar las prestaciones económicas y de salud a quienes tienen 

una relación laboral o capacidad económica suficiente para afiliarse al sistema”. 

Nótese que la norma no hace ninguna distinción en cuanto al sujeto obligado y 

únicamente establece que quien cuente con capacidad económica suficiente debe 

contribuir con el SSSI. 

Hay que agregar que el artículo 33 de la Ley 1438 de 2011 establece que “se presumen 

con capacidad de pago y, en consecuencia, están obligados a afiliarse al Régimen 

Contributivo o podrán ser afiliados oficiosamente: Las personas naturales declarantes 
del impuesto de renta y complementarios”. Esta presunción implica que, si se 

demuestran las eventualidades descritas en dicha norma, la persona deberá afiliarse al 

régimen contributivo del Sistema General de Salud. 

Por lo anterior y teniendo en cuenta que, según la información suministrada por la 

Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales, el señor EFRAIN GOMEZ CRUZ declaró 

renta durante el periodo gravable 2015, se encontró que cumple con los presupuestos 

legales para ser cotizante en el régimen contributivo del Sistema General de Salud, para 

los periodos objeto de fiscalización y, por lo tanto, debía estar afiliado como cotizante 

pagar los aportes a dicho subsistema.

“CARGO CUARTO: IMPOSIBILIDAD DE COTIZAR AL SUBSISTEMA DE LA 
PROTECCION SOCIAL POR FALTA DE CLARIDAD EN LA BASE GRAVABLE – 
VULNERACION AL PRINCIPIO DE LEGALIDAD”
“CARGO QUINTO: NO SE TIENEN EN CUENTA LOS HECHOS ECONÓMICOS 
REALMENTE OCURRIDOS.”
“CARGO DECIMO: NO TIENE INGRESOS EFECTIVAMENTE PERCIBIDOS EN 
CALIDAD DE INDEPENDIENTE O EN SU DEFECTO NO SUPERAN UN SMMLV- NO 
PROCEDE LA COTIZACION DE APORTES POR CARECER DE HECHO GRAVABLE”



   

Al respecto Señora Juez, se desestiman los argumentos expuestos por el 
demandante en estos tres (3) cargos con fundamento en las siguientes 
consideraciones:

No comparte esta Unidad lo aquí señalado por el demandante, ya que los valores de los 

ingresos recibidos por el aportante en la vigencia fiscalizada (2015), se encuentran 

probados en la declaración de renta, según información que remitió la Dirección de 

Impuestos y Aduanas Nacionales – DIAN. Dicha declaración goza de presunción de 

veracidad en los términos del artículo 746 del Estatuto Tributario.

Aunado a lo anterior, el artículo 33 de la Ley 1438 de 2011, estableció las presunciones 

de capacidad de pago y de ingresos y la obligación de afiliarse al Régimen Contributivo 

entre otros, para: “33.1 Las personas naturales declarantes del impuesto de renta y 
complementarios, impuesto a las ventas e impuesto de industria y comercio”.

Además, resulta necesario resaltar que las presunciones legales de capacidad de pago, 

de ingresos, y la de la obligación de afiliarse al Régimen Contributivo previstas en el 

artículo 33 de la Ley 1438 de 2011, se establecieron entre otras para “Las personas 
naturales declarantes del impuesto de renta y complementarios, impuesto a las 
ventas e impuesto de industria y comercio”, sin distinción alguna que excluya a alguna 

persona natural en particular.

No sobra recordar que, en virtud de la presunción legal de la que se viene hablando, la 

prueba constituida por la declaración del impuesto sobre la renta y complementarios, es 

completa desde el punto de vista procesal; por lo tanto, para demostrar el hecho 

consagrado en la norma, vale decir, la capacidad de pago del administrado para el año 

2015, no es necesario recaudar otro medio de prueba.

Por otra parte, es característico de las presunciones legales que admitan prueba en 

contrario; en ese caso, le asiste al administrado la carga probatoria, en el evento en que 

pretenda desvirtuar los hechos que se prueban a través de la mencionada presunción.

Se advierte que, a pesar que el demandante refiere que La Unidad calculó arbitrariamente 

los ingresos con fundamento en los cuales integró el Ingreso Base de Cotización, ni 

durante el Proceso de Fiscalización, con la respuesta al requerimiento para declarar y/o 

corregir y con el recurso de reconsideración no aportó ninguna prueba de los ingresos que 

según explica son distintos a los calculados por la UGPP.



   

Así las cosas, los ingresos que en este acto administrativo se consideran son los mismos 

estimados  desde la liquidación oficial y con base en esos montos se verificó la viabilidad 

de deducir expensas:

AÑO MES INGRESOS

2015 1  99.768.500 
2015 2  99.768.500 
2015 3  99.768.500 
2015 4  99.768.500 
2015 5  99.768.500 
2015 6  99.768.500 
2015 7  99.768.500 
2015 8  99.768.500 
2015 9  99.768.500 
2015 10  99.768.500 
2015 11  99.768.500 
2015 12  99.768.500 

TOTALES  $1.197.222.000 

Costos: como ya se indicó, para que sea procedente la deducción de expensas a que 

hace relación el artículo 107 del Estatuto Tributario, deben anexarse las facturas o 

documentos equivalentes; a falta de estas pruebas no es posible verificar la relación de 

causalidad con las actividades productoras de renta, ni los criterios de necesidad y 

proporcionalidad dispuestos en el artículo mencionado. 

No sobra señalar en este punto que aun cuando los datos registrados en la declaración de 

renta gozan de toda credibilidad, dado que se entiende efectuado de buena fe ese 

denuncio rentístico, la presunción de veracidad de la cual está revestida esta declaración, 

no es absoluta, ya que el mismo artículo 746 del Estatuto Tributario prevé sobre algunos 

hechos la necesidad de comprobación, si la ley lo exige.

En el caso de estudio, aun cuando no es competencia de esta Unidad controvertir el 

contenido de dichas declaraciones, el artículo 107 del Estatuto Tributario impone la 

necesidad de la verificación de los criterios de necesidad y proporcionalidad de los costos 

y gastos que pretendan hacerse valer, por lo que no es posible deducir las expensas que 

refiere la norma, con la sola declaración de los costos en la declaración de renta.

Por último, la facultad para verificar los mencionados criterios, está otorgada por la ley 

(artículo 107 del Estatuto Tributario), y a ésta, se encuentra obligada esta Unidad, pues en 

virtud del artículo 178 de la Ley 1607 de 2012, es la competente para adelantar las 

acciones de determinación y cobro de las Contribuciones Parafiscales de la Protección 

Social y en el desarrollo de esa gestión, al determinar el ingreso base de cotización que 



   

corresponde, debe, con base en las pruebas existentes, deducir los costos y/o gastos, 

siempre y cuando cumplan con los requisitos establecidos en los artículos antes 

mencionados. Por lo tanto, no se desborda ninguna competencia, como lo afirma el 

apoderado.

Y en lo que atañe, a la aplicación del 40% de los ingresos mensuales recibidos, en virtud 

del artículo 135 de la Ley 1753 de 2015, el cálculo del Ingreso Base de Cotización 

contendrá la aplicación de este porcentaje teniendo en cuenta la fecha en la que esa 

norma comenzó a regir.

En lo sucesivo, una vez se analice la viabilidad de deducir costos, se verá la aplicación de 

esta disposición en el periodo comprendido entre julio a diciembre de 2015, en el cálculo 

del Ingreso Base de Cotización.

Costos aceptados: Se dedujeron costos por un monto de $1.180.361.909, por los 

conceptos de depreciación, gastos legales, honorarios, impuesto de industria y comercio, 

avisos y tableros, aproximaciones y otros costos, verificados en los auxiliares contables, 

como quiera que estos cumplieron las características de conducencia, pertinencia y 

utilidad. 

Seguido se relacionan los costos que fueron aceptados, teniendo en cuenta el mes en el 

que según las pruebas se demostró, se incurrió en tales expensas:

Mes Descripción costo  Costo aceptado 
ENERO 5260 - DEPRECIACION  1.083.333 

FEBRERO 5260 - DEPRECIACION  1.083.333 
MARZO 5260 - DEPRECIACION  1.083.333 
ABRIL 5260 - DEPRECIACION  1.083.333 
MAYO 5260 - DEPRECIACION  1.083.333 
JUNIO 5260 - DEPRECIACION  1.083.333 
JULIO 5260 - DEPRECIACION  1.083.333 

AGOSTO 5260 - DEPRECIACION  1.083.333 
SEPTIEMBRE 5260 - DEPRECIACION  1.083.333 

OCTUBRE 5260 - DEPRECIACION  1.083.333 
NOVIEMBRE 5260 - DEPRECIACION  1.083.333 
DICIEMBRE 5260 - DEPRECIACION  1.083.333 

MARZO 5240 - GASTOS LEGALES REGISTRO MERCANTIL  275.000 
ENERO 5210 - HONORARIOS  600.000 

FEBRERO 5210 - HONORARIOS  600.000 
MARZO 5210 - HONORARIOS  600.000 
ABRIL 5210 - HONORARIOS  600.000 
MAYO 5210 - HONORARIOS  600.000 
JUNIO 5210 - HONORARIOS  600.000 
JULIO 5210 - HONORARIOS  600.000 

AGOSTO 5210 - HONORARIOS  600.000 
SEPTIEMBRE 5210 - HONORARIOS  600.000 

OCTUBRE 5210 - HONORARIOS  600.000 
NOVIEMBRE 5210 - HONORARIOS  600.000 
DICIEMBRE 5210 - HONORARIOS  600.000 



   

Mes Descripción costo  Costo aceptado 
DICIEMBRE 52150501 - IMPUESTO DE INDUSTRIA Y COMERCIO  1.347.099 
DICIEMBRE 52150502 - AVISOS Y TABLEROS  202.065 
DICIEMBRE 52159503 - APROXIMACIONES  (735)

ENERO 620505 - COSTOS  73.229.984 
FEBRERO 620505 - COSTOS  64.388.223 

MARZO 620505 - COSTOS  111.150.000 
ABRIL 620505 - COSTOS  114.372.300 
MAYO 620505 - COSTOS  111.635.000 
JUNIO 620505 - COSTOS  79.546.830 
JULIO 620505 - COSTOS  104.045.680 

AGOSTO 620505 - COSTOS  151.793.925 
SEPTIEMBRE 620505 - COSTOS  76.221.190 

OCTUBRE 620505 - COSTOS  89.388.930 
NOVIEMBRE 620505 - COSTOS  79.193.930 
DICIEMBRE 620505 - COSTOS  103.372.492 

Total costos aceptados  $1.180.361.909

Costos rechazados: Ahora bien, se informaron costos por valor de $ 42.416.196, por 

conceptos de pago de canon de arrendamiento, pagos de retenciones e impuestos 

asumidos; no obstante, estos no podrán deducirse.

-
- Pagos de canon de arrendamiento: Se observan certificaciones de pagos por 

concepto de canon de arrendamiento expedidas por la Inmobiliaria CIMA, por valor 
de $ 42.300.000; sin embargo, en los documentos que anexa para probar estas 
erogaciones, si bien se registra el mencionado valor, no emite la inmobiliaria, la 
factura correspondiente:



   

De acuerdo con el numeral 3º del artículo 1.3.1.1.5., del Decreto 1625 de 20168, en los 

contratos de arrendamiento con intermediación, “el intermediario solicitará a su mandante 

y al arrendatario la inscripción en el régimen del IVA al que pertenecen. Igualmente 

deberá expedir las facturas y cumplir las demás obligaciones señaladas en el artículo 

1.6.1.4.3 del presente decreto y en los artículos 1.6.1.4.40, 1.6.1.4.41., 1.3.1.1.7., 

1.3.1.1.6., 1.3.1.1.5., 1.3.1.1.9., 1.3.2.1.1. y 1.4.2.1.2. del presente decreto.

- Retenciones: Se aportan además pagos de retenciones como la que se inserta a 
renglón seguido para el período julio – agosto de 2015, por valor de $12.000 en 
los meses de julio, septiembre y noviembre que corresponden a formularios de 
pago de impuestos de retención del impuesto de industria y comercio, avisos y 
tableros, valores que no constituye un costo que pueda deducirse de los ingresos:

:

8 Por medio del cual se expide el Decreto Único Reglamentario en materia tributaria.



   

- Además, el siguiente concepto por valor de $80.196 que se anexa en el archivo 
“AUXILIAR IMPUESTOS-EFRAIN GOMEZ”, no puede deducirse ya que, 
corresponde a impuestos asumidos y no a un costo deducible:

Así las cosas, se rechazan costos por los mencionados conceptos por valor de 
$42.416.196.
Por otra parte, efectuada la comparación en cada mes, se advierte que en algunos 

periodos los valores por concepto de costos aceptados en etapa del recurso de 

reconsideración resultan ser inferiores a los determinados en la liquidación oficial; por 

tanto se mantendrán los costos aceptados en cada mes del año 2015, calculadas en 

primera instancia para no desmejorar la situación del aportante, así:

Costos aceptados 
en liquidación 

oficial

Costos aceptados 
al valor 

determinado en 
liquidación oficial

 74.913.317  76.277.984 
 66.071.556  66.071.556 

 113.108.333  113.108.333 
 116.055.633  116.055.633 
 113.318.333  113.318.333 

 81.230.163  157.666.830 
 105.729.013  106.545.680 
 153.477.258  153.477.258 

 77.904.523  78.878.190 
 91.072.263  91.072.263 
 80.877.263  81.906.930 

 106.604.254  106.604.254 
 1.180.361.909  1.260.983.244 

Conformación del Ingreso Base de Cotización: Se verificó que de acuerdo con el 

código CIIU - 3120, la actividad económica que desarrolla el señor EFRAIN GOMEZ 

CRUZ, es la de “FABRICACION DE COLCHONES Y SOMIERES”, y conforme la 

información remitida por la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales – DIAN, en la 

vigencia 2015, recibió ingresos por $1.197.222.000, prorrateado mensualmente en un 

valor de $99.768.500



   

Ahora bien, el IBC que corresponde a los meses de enero a junio de 2015 es el 

establecido en el artículo 19 de la Ley 797 de 2003 en concordancia con el Decreto 510 

de 2003, y para los meses de julio a diciembre de 2015, corresponde a lo consagrado en 

el artículo 135 de la Ley 1735 de 2015.

Por lo tanto, el demandante debió cotizar en los meses de enero a junio de 2015 sobre el 

valor de sus ingresos, y por los meses de julio a diciembre de 2015 sobre el 40% del valor 

de sus ingresos, luego de efectuar la deducción de las expensas generadas por la 

ejecución de la actividad generadora de renta.

Así las cosas, el IBC que corresponde al periodo comprendido entre el 1 de enero al 30 

de junio de 2015, es el siguiente:

MES
Ingresos 

liquidación 
oficial 

Ingresos en este acto 
administrativo Costos aceptados

Costos aceptados 
al valor 

determinado en 
liquidación oficial 

Ingreso depurado 
(ingresos - costos) IBC

1  99.768.500  99.768.500  74.913.317  76.277.984  23.490.516  15.400.000 
2  99.768.500  99.768.500  66.071.556  66.071.556  33.696.944  16.108.750 
3  99.768.500  99.768.500  113.108.333  113.108.333  (13.339.833)  644.350 
4  99.768.500  99.768.500  116.055.633  116.055.633  (16.287.133)  644.350 
5  99.768.500  99.768.500  113.318.333  113.318.333  (13.549.833)  644.350 
6  99.768.500  99.768.500  81.230.163  157.666.830  (57.898.330)  644.350 

Es necesario tener en cuenta que, en los meses de enero y febrero, el valor de los 

ingresos calculados superó los 25 salarios mínimos legales mensuales vigentes, por lo 

que, en esos periodos la base está limitada de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 18 

de la Ley 100 de 1993.

Y el IBC que se calcula para el periodo comprendido entre julio a diciembre de 2015, es 

como sigue:

MES
Ingresos 

liquidación 
oficial

Ingresos en este acto 
administrativo Costos aceptados

Costos aceptados 
al valor 

determinado en 
liquidación oficial

Ingreso depurado 
(ingresos - costos) IBC

7  99.768.500  99.768.500  105.729.013  106.545.680  (6.777.180)  644.350 
8  99.768.500  99.768.500  153.477.258  153.477.258  (53.708.758)  644.350 
9  99.768.500  99.768.500  77.904.523  78.878.190  20.890.310  8.356.124 

10  99.768.500  99.768.500  91.072.263  91.072.263  8.696.237  3.478.495 
11  99.768.500  99.768.500  80.877.263  81.906.930  17.861.570  7.144.628 
12  99.768.500  99.768.500  106.604.254  106.604.254  (6.835.754)  644.350 

Ahora bien, para los meses de marzo, abril, mayo, junio, julio, agosto y diciembre de 

2015, el valor del Ingreso neto es menor al Salario Mínimo Mensual Legal Vigente, sin 

embargo, como el Ingreso bruto supera ese salario mensual, se confirma la capacidad de 

pago del aportante, por lo que el IBC para esos meses se determina sobre el SMLMV. 



   

ESQUEMA DE PRESUNCION DE COSTOS: El legislador para determinar las expensas 

que son deducibles en desarrollo de la actividad productora de renta, en el parágrafo del 

artículo 244 de la Ley 1955 de 2019, ordenó a esta Unidad determinar un esquema de 

presunción de costos para los trabajadores independientes por cuenta propia y para los 

que celebren un contrato diferentes de prestación de servicios personales que impliquen 

subcontratación y/o compra de insumos o expensas, atendiendo a los datos estadísticos 

producidos por la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales (DIAN), por el 

Departamento Administrativo Nacional de Estadística, por el Banco de la República, por la 

Superintendencia de Sociedades u otras entidades cuyas estadísticas fueren aplicables, 

para determinar un esquema de presunción de costos.

Asimismo, dejó claro que los obligados podrán establecer costos diferentes de los 

definidos por el esquema de presunción de costos de la UGPP, siempre y cuando cuenten 

con los documentos que soporten los costos y deducciones y cumplan los requisitos 

exigidos en el artículo 107 y siguientes del Estatuto Tributario Nacional para su 

deducibilidad, así:

“PARÁGRAFO. Para efectos de la determinación del ingreso base de 
cotización de los trabajadores independientes por cuenta propia y para quienes 
celebren contratos diferentes de prestación de servicios personales que impliquen 
subcontratación y/o compra de insumos o expensas, la Unidad de Gestión 
Pensional y Parafiscales (UGPP) deberá, atendiendo a los datos estadísticos 
producidos por la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales (DIAN), por el 
Departamento Administrativo Nacional de Estadística, por el Banco de la 
República, por la Superintendencia de Sociedades u otras entidades cuyas 
estadísticas fueren aplicables, determinar un esquema de presunción de costos.

No obstante lo anterior, los obligados podrán establecer costos diferentes de los 
definidos por el esquema de presunción de costos de la UGPP, siempre y cuando 
cuenten con los documentos que soporten los costos y deducciones, los cuales 
deben cumplir con los requisitos establecidos en el artículo 107 del Estatuto 
Tributario y demás normas que regulen las exigencias para la validez de dichos 
documentos.”

En cumplimiento de la orden dada, esta Unidad expidió las Resoluciones No. 1400 de 

2019 y No. 209 de 2020; por las cuales se adoptan el esquema de presunción de costos 

para los transportadores de carga por carretera y para los demás trabajadores 

independientes por cuenta propia, respectivamente.

Para su aplicación, el artículo 139 de la Ley 2010, adicionó el artículo 244 de la Ley 1955 

de 2019, señalando los siguientes requisitos:

PARÁGRAFO 2o. La UGPP podrá aplicar el esquema de presunción previsto en 
el parágrafo anterior a los procesos de fiscalización en curso y a los que se inicien 
respecto de cualquier vigencia fiscal y a los que, siendo procedente y sin requerir el 
consentimiento previo, estén o llegaren a estar en trámite de resolver a través de 
revocación directa y no dispongan de una situación jurídica consolidada por pago.

Los plazos que se encuentren cursando para resolver recursos o la revocatoria 
directa de actos administrativos proferidos por la UGPP en la materia, se ampliarán 
en el mismo término del inicialmente definido por la ley.

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/estatuto_tributario_pr004.html#107


   

A las decisiones resultantes de la aplicación de la presente disposición también le 
será aplicable lo dispuesto en el artículo 110 de la presente ley, cuyo plazo para 
solicitar la transacción con la UGPP será el 31 de diciembre de 2020.

Sobre este particular, es preciso indicar por parte de esta Unidad que en aras de 

determinar  si existe o no una situación jurídica consolidada por pago, a través de la 

Subdirección de Integración de la Dirección de Parafiscales, se ha verificado si la 

aportante tiene pagos reportados en las planillas PILA,  y en efecto, se evidencia que si 

hay pagos, sin embargo se calcularon sobre un IBC inferior al determinado en el acto 

oficial, de esta manera no existe situación jurídica consolidada por pago, y, por lo tanto, se 

aplica el esquema de presunción de costos de que trata la Resolución No. 209 de 2020.

En tal sentido, la citada resolución, introdujo una presunción de coeficientes de costos por 

actividad económica, a partir del análisis de la información tributaria reportada por los 

trabajadores independientes con ingresos no laborales, así como independientes rentistas 

de capital, en el artículo 3:

En consecuencia, se procedió a hacer el análisis del esquema de presunción de costos 

mes a mes teniendo en cuenta las actividades económicas desarrollada por el aportante 

en el periodo fiscalizado:

Conclusión: Una vez realizado el análisis de costos soportados y la aplicación del 

esquema de presunción de costos para la actividad económica del demandante, se pudo 

concluir lo siguiente:

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_2010_2019.html#110


   

En este sentido, partiendo del ingreso bruto probado en el proceso de determinación, se 

procedió a comparar el Ingreso Mensual Depurado Determinado dentro de la discusión 

administrativa, con el resultante de la aplicación del esquema de presunción de costos, 

debiendo aclararse que cuando el determinado en el proceso de fiscalización fuese 

inferior al resultante de la aplicación del Esquema de Presunción de Costos, no habrá 

lugar a modificarlo en el presente acto administrativo:

Se concluye entonces que, aunque se dio aplicación al Esquema de Presunción de 

Costos y el Ingreso Mensual Depurado (base gravable) se modifica en la presente 

resolución, en virtud del artículo 5 de la Ley 797 de 2003, que establece el tope máximo 

de cotización en 25 SMLMV, los valores por concepto de pago de aportes al Sistema 

General de la Seguridad Social y sanciones impuestos en el Expediente No. 

20171520058000656, a EFRAÍN GÓMEZ CRUZ identificado con CC. 4090721 no sufren 

variación alguna en el presente acto administrativo.

Conforme a lo señalado, esta Unidad ha respetado durante todo el proceso de 

fiscalización sus formas propias, ya que en el curso del mismo, el demandante, ha tenido 

la oportunidad de esgrimir razones, allegar pruebas, ha sido notificado conforme las 

normas disponen para estos casos, el proceso se ha adelantado por quien tiene la 

competencia legal para el efecto y en oportunidad y se han preservado las formas para 

salvaguardar el derecho de contradicción y de defensa establecidos en las normas 

aplicables al caso.

Así, se observa que no se está comprometiendo los principios de equidad tributaria y 

justicia, ya que con el IBC determinado para el año 2015, no se están imponiendo 



   

obligaciones adicionales o cargas desproporcionadas, toda vez se está dando aplicación 

a las normas que regulan este tema. 

Señala el demandante: “CARGO SEXTO: NO EXISTEN PRESUNCIONES LEGALES 
RELATIVAS A QUE LOS INGRESOS ANUALES SE CAUSAN EN TODOS LOS MESES 
DEL AÑO.”

Al respecto Señora Juez, se desestiman los argumentos expuestos por el 
demandante en este cargo con fundamento en las siguientes consideraciones:

Se puede inferir que si bien es cierto el legislador ordenó al Gobierno Nacional la 

reglamentación de un sistema de presunción de ingresos con base en la información 

sobre las actividades económicas, dejó muy claro que “En caso de existir diferencias entre 

los valores declarados ante la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales (DIAN) y los 

aportes al sistema estos últimos deberán ser ajustado”, lo que conlleva a concluir que 
finalmente los aportes al Sistema Integral de Seguridad Social siempre deben 
guardar coherencia con los ingresos declarados ante la DIAN, dado que la misma 
norma dispone que si existe diferencia los aportes deben ser ajustados. (Negrilla 

fuera del texto).

Es necesario precisar que, dentro de las tareas de seguimiento, colaboración y 

determinación de la adecuada, completa y oportuna liquidación y pago de las 

contribuciones parafiscales de la Protección Social a cargo de la UGPP, se encuentra el 

proceso de fiscalización que se adelanta en contra del aportante, quien como trabajador 

independiente es responsable de contribuir con el financiamiento del sistema con base en 

sus ingresos.

Tal y como se indicó en la respuesta los cargos anteriores, para la conformación del IBC 

una vez realizado el estudio de la solicitud, los soportes obrantes en el expediente 

administrativo y la aplicación de la presunción de costos conforme a lo dispuesto en el 

artículo 244 de la Ley 1955 de 2019 en concordancia con la Resolución 209 de 2020, se 

procedió a determinar el IBC para el periodo fiscalizado (2015) del señor EFRAIN GOMEZ 
CRUZ para TODOS los meses del periodo fiscalizado (Año 2015) le fue aplicado el valor 

más beneficioso.

Señala el demandante: CARGO NOVENO: “LA UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL 
DE GESTIÓN PENSIONAL Y PARAFISCALES DEBE TENER EN CUENTA LAS 
DEDUCCIONES DE LA DECLARACIÓN DE RENTA”.

Al respecto Señora Juez, se desestiman los argumentos expuestos por el 
demandante con fundamento en las siguientes consideraciones:



   

Respecto a la deducción de los ingresos registrados en la Declaración de Renta, de los 

costos y deducciones allí mismo consignados, se debe precisar que de conformidad con 

el artículo 107 del Estatuto Tributario no es posible tenerlos en cuenta, dado que dichos 

valores por sí solos, no permiten establecer la relación de causalidad, necesidad y 

proporcionalidad de los mismos con la actividad productora de renta; así lo sostuvo el 

Consejo de Estado:9  

“La Sala ha sido enfática en señalar que “en materia tributaria no resulta 
suficiente la inclusión dentro del denuncio privado de una erogación para 
que esta sea deducible, pues de una parte, el gasto efectivamente debe 
realizarse dentro de la vigencia fiscal correspondiente y de la otra, reunir 
los requisitos exigidos por la disposición tributaria para la deducibilidad 
de las expensas que se dicen necesarias”. 6.1.4 Por esta razón, no es 
suficiente, para que se reconozca la deducción por este gasto, que se aporten 
las facturas o documentos soportes que den cuenta de la existencia del mismo, 
porque, en todo caso, es imprescindible que se acredite el cumplimiento de los 
requisitos previstos en el artículo 107 del ET para que proceda el beneficio”. 
(Negrilla fuera de texto)

En ese orden, para que los costos puedan deducirse para efectos del cálculo del IBC, no 

basta el denuncio privado de los mismos, sino que además debe probarse la relación de 

causalidad con la actividad productora de renta, la necesidad con los ingresos gravados 

del obligado y deberá también ser proporcionado o razonable con relación al ingreso; y 

acreditarse en el período o periodos objeto de fiscalización. 

Es de resaltar que antes de expedirse la Liquidación Oficial el aportante incumplió con su 

carga probatoria de conformidad con el artículo 167 del Código General del Proceso10 al 

no entregar documentos o pruebas que permitieran establecer que contaba con costos o 

gastos relacionados con su actividad generadora de renta que pudieran ser deducidos y 

considerados en el cálculo del ingreso base de cotización al Sistema de Seguridad Social.

Lo anterior en virtud del principio de “carga dinámica de la prueba” que opera en materia 

tributaria, el cual ha sido reconocido jurisprudencialmente por la Sección Cuarta del 

Honorable Consejo de Estado en los siguientes términos:

“La norma citada consagra una presunción legal que admite prueba en contrario o 
mejor a demostrar como cierto el hecho declarado, una vez así se lo exija la autoridad 
tributaria. En consecuencia, los hechos que el contribuyente refleja en la declaración 
privada o en la que la corrige, así como los que manifieste con ocasión de la 
respuesta a los requerimientos de la Administración gozan de presunción de certeza. 
Sin embargo, el contribuyente está obligado a demostrar “el supuesto de hecho de las 
normas que consagran el efecto jurídico que ellas persiguen”, o mejor, a demostrar los 
hechos que expuso como ciertos en las declaraciones tributarias. 

Las autoridades tributarias están dotadas de facultades de fiscalización e investigación 
para asegurar el efectivo cumplimiento de las normas sustanciales [art. 684 E.T], y por 
eso, más allá de probar la certeza, veracidad o la realidad de los hechos declarados 
por el contribuyente en las declaraciones privadas, las  facultades de fiscalización e 

9 Sentencia Consejo de Estado Sección cuarta Radicado 20701 consejero ponente: JORGE OCTAVIO RAMÍREZ
10 ARTÍCULO 167. CARGA DE LA PRUEBA. Incumbe a las partes probar el supuesto de hecho de las normas que 
consagran el efecto jurídico que ellas persiguen.



   

investigación se deben orientar a verificar el cumplimiento de los presupuestos 
que la ley dispone para legitimar el tributo declarado.

Pero, la carga probatoria que tienen las autoridades tributarias no merma o limita la 
que le corresponde a los contribuyentes. De hecho, en materia tributaria opera, de 
manera relativa, la carga dinámica de la prueba, en el entendido de que es el 
contribuyente el que se encuentra en posición privilegiada para probar el  hecho 
económico declarado y, por lo tanto, está en condiciones de allegar la prueba 
respectiva del hecho controvertido y alegado por la autoridad tributaria.

Lo anterior concuerda, incluso, con lo previsto en los arts. 786 a 791 del E.T., en 
cuanto consagran la obligación de los contribuyentes de probar determinados hechos. 
Así mismo, con el artículo 745 del E.T. en cuanto dispone que las dudas provenientes 
de vacíos probatorios existentes en el momento de practicar las liquidaciones o de 
fallar los recursos, deben resolverse, si no hay modo de eliminarlas, a favor del 
contribuyente cuando este no se encuentre obligado a probar determinados hechos de 
acuerdo con las normas del capítulo I del Título VI del E.T.”11 (Subrayas y negrillas 
propias).

Así las cosas, de conformidad con lo anterior, compete al aportante probar el hecho 

económico declarado por tener relación directa y cercana con la prueba que lo sustenta.

Por lo tanto, aun cuando los datos registrados en la declaración de renta gozan de toda 

credibilidad, dado que se entiende efectuado de buena fe ese denuncio rentístico, y que 

no es competencia de esta Unidad controvertir su contenido, el artículo 107 del Estatuto 

Tributario impone la necesidad de la verificación probatoria de los criterios de necesidad y 

proporcionalidad de los costos y gastos que pretendan hacerse valer.

Es por ello que aun cuando en la declaración de renta se registran unos costos, para que 

los mismos pudieran ser deducidos para efecto de calcular el IBC en el proceso de 

determinación de las contribuciones parafiscales que adelanta la UNIDAD no tiene por 

objeto el cuestionamiento de la declaración de renta del demandante, ni pretende usurpar 

las funciones y competencias de revisión propias de la DIAN, lo que sí busca es verificar 

la correcta, completa y oportuna liquidación de los aportes al Sistema General de 

Seguridad Social.

De otro lado, la UNIDAD, no se está atribuyendo competencias de la DIAN, para 

desconocer costos, porque en ningún momento se está verificando si los mismos son o no 

deducibles del Impuesto de Renta y Complementarios cuya función es exclusiva de dicha 

autoridad; la UNIDAD únicamente está determinando el Ingreso Base de Cotización 

demandante para el subsistema del año 2015.

La anterior posición, es corroborada por la misma DIAN, entidad que a  través de la 

Dirección de Gestión Jurídica – Subdirección de Gestión Normativa y Doctrina, dentro del 

concepto 100208221-000658 del 19 de marzo de 2019, efectuó un análisis de las 

facultades de fiscalización e investigación de dicha entidad  (artículo 684 del E. T.), en 

comparación con el proceso de determinación y cobro de las contribuciones parafiscales 

11 Consejo de Estado, Sección Cuarta, sentencia del 12 de marzo de 2012, expediente 17734 C.P. Hugo Fernando Bastidas 
Bárcenas. 



   

de la protección social que adelanta la UGPP (Artículos 178 y 180 de la Ley 1607 de 

2012, modificada por la Ley 1739 de 2014), en el cual concluye:

Entonces, la función o tarea de fiscalización que adelanta la Unidad, no puede ser vista y 

plasmada en sus actos administrativos bajo una perspectiva netamente subjetiva, 

reducida a una simple operación matemática; por el contrario, es una actividad técnica 

jurídica que debe estar precedida de un estudio real y consiente de la información que 

entrega el administrado o aportante, es lógico que la actividad generadora de renta 

ocasiona los gastos del ciclo normal de este gremio, pero las leyes tributarias señalan que 

estos costos y gastos deben estar soportados en documentos contables que así lo 

demuestren, los cuales a su vez deben cumplir con los requisitos mínimos para que 

puedan ser considerados como tal, literales b, c, d, e, f y g de los artículos 617 y 618  y el 

artículo 771-2 del Estatuto Tributario.



   

Señala el demandante: “CARGO NOVENO: DESCONOCIMIENTO DEL 
FISCALIZADOR DEL ARTÍCULO 82 DEL ESTATUTO TRIBUTARIO.”

Al respecto Señora Juez, se desestiman los argumentos expuestos por el 
demandante en este cargo con fundamento en las siguientes consideraciones:

El artículo 82 del Estatuto Tributario, con relación a la determinación de costos 

estimados y presuntos, dispone lo siguiente:

 “Artículo 82. DETERMINACIÓN DE COSTOS ETIMADOS Y PRESUNTOS. Cuando 
existan indicios de que el costo informado por el contribuyente no es real o cuando no se 
conozca el costo de los activos enajenados ni sea posible su determinación mediante 
pruebas directas, tales como las declaraciones de renta del contribuyente o de terceros, la 
contabilidad o los comprobantes internos o externos, el funcionario que esté adelantado el 
proceso de fiscalización respectivo, puede fijar un costo acorde con los incurridos durante el 
año o período gravable por otras personas que hayan desarrollado la misma actividad del 
contribuyente, o hayan hecho operaciones similares de enajenación de activos, 
atendiendo a los datos estadísticos producidos por la Dirección General de Impuestos 
Nacionales, por el Departamento Administrativo Nacional de Estadística, por el Banco de la 
República, por la Superintendencia de Industria y Comercio, por la Superintendencia de 
Sociedades u otras entidades cuyas estadísticas fueren aplicables.
 
Su aplicación y discusión se hará dentro del mismo proceso.
 
Si lo dispuesto en este Artículo no resultare posible, se estimará el costo en el setenta y 
cinco por ciento (75%) del valor de la respectiva enajenación, sin perjuicio de las sanciones 
que se impongan por inexactitud de la declaración de renta o por no llevar debidamente los 
libros de contabilidad. (Subrayado fuera del texto original)

Al respecto el Consejo de Estado, en sentencia de 26 de febrero de 2014, 

radicación número 5000-23-27-000-2009-00049-02 (19090), C.P. Jorge Octavio 

Ramírez Ramírez, indicó:
 “3.5. Lo que lleva a señalar que no hay lugar a dar aplicación al artículo 745 del Estatuto 
Tributario, por cuanto las dudas provenientes de vacíos probatorios solo pueden resolverse 
a favor del contribuyente siempre y cuando no se encuentre obligado a probar 
determinados hechos, condición que no se presenta en el caso estudiado en el que la 
carga de la prueba recaía sobre la parte actora.
 
Tampoco resulta procedente realizar una estimación de los costos, conforme lo señala el 
artículo 82 ibídem por cuanto la Administración no está desconociendo la totalidad de los 
costos en que incurrió el contribuyente para realizar su actividad productora de renta sino 
únicamente los relativos a la compra de chatarra realizada en el período 6 del año 2009.
 
Sumado a lo anterior, el contribuyente solicitó el reconocimiento de los costos asociados 
con la compra de chatarra, sin demostrar la realidad de esas operaciones, así como 
tampoco adelantó una actividad probatoria que permitiera soportar esas erogaciones, 
evento en el cual no hay lugar a aplicar el costo presunto, habida cuenta de que el 
legislador en el artículo 82 ibídem no incluye su no comprobación como un 
presupuesto que permita la aplicación del costo presunto.
 
Además, no puede perderse de vista que la Sala determinó la improcedencia de los costos 
e impuestos descontables con fundamento en pruebas directas que desvirtúan la realidad 
de las operaciones de compra de chatarra”.

Quiere decir, que no se puede pretender el reconocimiento de costos presuntos, 

invocando el principio de equidad y la aplicación del artículo 82 del Estatuto Tributario 

Nacional, cuando no se adelantó una actividad probatoria que permitiera soportarlos, 



   

además, la presunción de costos opera para efectos de declaración de impuesto de renta 

y no para los aportes al Sistema de Seguridad Social, donde el legislador no estableció 

para el 2015 ninguna presunción. 

Debe resaltarse que la norma en comento trae como presupuesto para la deducción que 

el contribuyente se dedique a la enajenación de bienes, caso que no es el del 

demandante.

También se puede concluir, que los costos para ser deducidos para efectos del cálculo del 

IBC., deben cumplir con las condiciones del artículo 107 ibídem, y, por lo tanto, no pueden 

presumirse como lo pretende el recurrente en el porcentaje previsto en el artículo 82 del 

E.T, máxime cuando dicha norma es aplicable únicamente para el impuesto de renta y 

complementarios.

Por lo anterior, el cálculo del IBC., efectuado por la UNIDAD en la Liquidación Oficial y en 

la Resolución que resuelve el recurso de reconsideración, se realizó de conformidad con 

el artículo 19 de la Ley 100 de 1993, modificado por el artículo 6 de la Ley 797 de 2003, 

en concordancia con el artículo 1 del Decreto 510 de 2003 y el artículo 135 de la Ley 1753 

de 2015.

V. PETICIONES

Con fundamento a lo largo de este escrito respetuosamente solicito:

1. Me sea reconocida personería jurídica para actuar dentro del proceso de la referencia.

2. Solicito respetuosamente se NIEGUEN en su integridad las súplicas de la demanda 

confirmando la legalidad de los actos demandados, resolución No. RDO-2018-02218 del 
29 de junio de 2018 por medio de la cual se profirió liquidación oficial y de la resolución 

RDC-2019-01395 del 08 de agosto de 2019 por medio de la cual se resolvió el recurso 

de reconsideración interpuesto contra la liquidación oficial, proferido a EFRAIN GOMEZ 
CRUZ, por encontrarse ajustados plenamente al ordenamiento jurídico y a los supuestos 

fácticos que le sirvieron de causa; sin que haya sido posible la demostración del quiebre 

de la presunción de legalidad con la que fueron expedidos, ante la infundada formulación 

de los cargos contenidos en la demanda y la insuficiente carga probatoria para accederse 

al restablecimiento del derecho proclamado.  

VI. OPOSICION A LAS PRUEBAS SOLICITADAS

DOCUMENTALES – OFICIAR

Nos oponemos a esta prueba conforme con lo siguiente:



   

Se aporta con el presente escrito de contestación de la demanda y conforme lo 

establecido en el numeral 4°, Parágrafo 1 del artículo 175 del C.P.A.C.A., se adjuntan las 

carpetas, que contienen los antecedentes administrativos del expediente No. 

20171520058000656, que dieron origen a los actos administrativos demandados.

Por lo anterior, H. Juez no resulta procedente el decreto y practica de esta prueba 

solicitada por la parte actora, súplica que debe ser despachada de manera desfavorable. 

A LA PRUEBA PERICIAL: 

Me OPONGO a la realización del dictamen pericial solicitado por el demandante, por las 

siguientes razones: 

En este caso el objeto del litigo versa sobre si el aportante ha realizado correcta y 

oportunamente los aportes que le corresponden en materia de seguridad social durante 

los periodos objeto de fiscalización en los actos demandados, es claro que lo que se 

solicita es un dictamen pericial sobre puntos de derecho, por más que en la solicitud 

tenga se indiqué que tiene como fin “… de establecer los aspectos contables alegados en 

los cargos presentados en la demanda y que impliquen la variación del IBC determinado 

por la UNIDAD ..”. Los cuales no requieren de ningún análisis por cuanto ya fueron 

establecidos por la Ley. 

Así mismo, el cumplimiento de las obligaciones del aportante es un punto de derecho 

sobre el cual versa el litigio, cuestionamiento que no puede ser resuelto por un perito 

auxiliar de la justicia, sino por el Funcionario Judicial competente a la hora de emitir la 

respectiva sentencia. 

De manera que solicitar la realización y valoración de esta prueba contravendría la 

naturaleza, así como la finalidad del Dictamen Pericial, el cual no está dado para que el 

experto interprete aspectos legislativos sino para que aplique sus conocimientos 

científicos, artísticos o técnicos, sobre situaciones de hecho, mas no sobre puntos de 

derecho. 

Así lo ha entendido el Consejo de Estado, Sección Tercera, expediente 45711 del 8 de 

mayo de 2013, radicación 25000-23-26-000-2009-01009-01, cuando señaló:

“…el dictamen pericial objeto de estudio no es procedente, amén de que "la legalidad" no 
puede ser objeto de peritazgo por cuanto --el dictamen pericial- es una prueba que recae 
sobre los hechos que interesan al proceso que requieren de conocimientos científicos, 
artísticos o técnicos, mas no sobre puntos de derecho, dado que la interpretación jurídica y 
la consideración de si algún supuesto fáctico que se debate en un proceso judicial resulta, 
o no, acorde con el ordenamiento es atribuible única y exclusivamente al juez 
competente…” 



   

De esta forma tampoco resultaría de recibo que se solicite un dictamen pericial para 

corroborar diferencias conceptuales sobre las normas que regulan la liquidación de 

aportes, o las bases salariales determinadas en la Ley, o el procedimiento señalado en la 

normatividad aplicable a la actuación adelantada por la UGPP, o la ocurrencia o no de las 

conductas endilgadas por mi representada a la parte demandante, mucho menos para 

resolver puntos que no han sido discutidos en los actos demandados y que no tienen 

ninguna relevancia para la expedición de los mismos, por cuanto esto pretende 

únicamente dilatar el proceso y conllevar el dictamen pericial a la comprobación de 

hechos que en nada ayudan a definir los problemas suscitados en el caso particular, al 

pretender trasladar al perito las competencias del funcionario judicial. 

Ha de tenerse en cuenta que el objeto del litigo versa sobre si los actos administrativos 

emitidos dentro del proceso de determinación contra el aportante han sido expedidos con 

apego a la ley o si por el contrario frente a ellos se configura alguna causal de nulidad, en 

virtud de la cual para hacer valer las deducciones de las sumas que el afiliado recibe y 

que debe erogar para desarrollar su actividad productora de renta, se debe recurrir 

necesariamente al artículo 107 del Estatuto Tributario y a la resolución 209 de 2020.

Lo anterior, teniendo en cuenta que los costos tienen que ver con la actividad generadora 

de renta del aportante, fueron valorados conforme a lo reportado dentro del proceso de 

fiscalización adelantado, es decir, que reúnen los requisitos de causalidad, necesidad y 

proporcionalidad exigidos por el artículo 107 del Estatuto Tributario así como los 

señalados en los artículos 771-2 ibídem tratándose de facturas, de cara a la actividad 

generadora de renta registrada en el RUT, actividad que realiza el recurrente como 

trabajador independiente, y al esquema de presunción de costos establecido en la 

resolución 209 de 2020, asuntos de pleno derecho, competencia del Juez, quien es el 

facultado para interpretar su debida aplicación para el caso concreto.

Por lo anterior, Señora Juez, no resulta procedente el decreto y practica de esta prueba 

solicitada por la parte actora, súplica que debe ser despachada de manera desfavorable.

VI. MEDIOS DE PRUEBA

Lo aquí afirmado, encuentra sustento probatorio en la documentación en el expediente 

administrativo 20171520058000656, que se aporta en Medio Magnético (enlace DRIVE), 

contentivo del expediente administrativo que incluye los antecedentes que dieron origen a 

los actos acusados, y que se puede visualizar en el siguiente enlace:

https://drive.google.com/drive/folders/1XaRZH7vQZPryBfo_H3B0sQ5y9noEsfnf?usp=sharing

En cumplimiento de lo establecido en el numeral 4 parágrafo 1 del Artículo 175 del 

CPACA, a los cuales solicitó que se les dé el valor probatorito correspondiente.

https://drive.google.com/drive/folders/1XaRZH7vQZPryBfo_H3B0sQ5y9noEsfnf?usp=sharing


   

VI. ANEXOS

1. Poder junto con sus anexos.

2. Carpetas del expediente de fiscalización de aportes No. 20171520058000656 

contentivo los antecedentes de la actuación objeto del proceso, junto con las 

constancias de notificación, en cumplimiento de lo establecido en el numeral 4 y 

parágrafo 1 del Artículo 175 del CPACA.  

VI. NOTIFICACIONES

La Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de 

la Protección Social – UGPP en la Av. Calle 26 # 69B- 45 piso 2 – Bogotá D.C. Nuestra 

dirección para recepción de notificaciones judiciales es 

notificacionesjudicialesugpp@ugpp.gov.co y en el correo electrónico: 

acaceresa@ugpp.gov.co

Celular: 3113458755

Atentamente,

ANA CRISTINA CÁCERES ÁLVAREZ
C.C. 1.052.383.580 de Duitama
T.P. 202.520 del Consejo Superior de la Judicatura.

mailto:notificacionesjudicialesugpp@ugpp.gov.co
mailto:acaceresa@ugpp.gov.co


        

  

Honorable Juez  

Dra. ANA ELSA AGUDELO ARÉVALO 

JUZGADO CUARENTA Y DOS ADMINISTRATIVO DE BOGOTÁ D.C. 

SECCIÓN CUARTA 

correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co 

Bogotá D.C. 
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CLAUDIA ALEJANDRA CAICEDO BORRAS, identificada con la Cédula de Ciudadanía No. 
30.740.347 de Pasto - Nariño, actuando en mi condición de Subdirectora General 0040-24 de la 
planta de personal de la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y 
CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL, ubicado en Subdirección 
Jurídica de Parafiscales de la Dirección Jurídica, según obra en la Resolución de Nombramiento 
No. 379 de 31 de marzo de 2020, Acta de Posesión No. 32 de 04 de mayo de 2020 y Resolución 
de Delegación de Funciones de Representación Judicial y Extrajudicial de la Entidad No. 018 del 
12 de enero de 2021, a través del presente escrito manifiesto que confiero poder especial amplio 
y suficiente a la Doctora ANA CRISTINA CÀCERES ÀLVAREZ, mayor de edad, abogada en 
ejercicio, identificada como aparece al pie de su firma, con el fin de que en nombre de la UGPP, 
presente contestación al Medio de Control de la referencia, conteste solicitudes de medida 
cautelar, descorra los traslados de los recursos, asista a las audiencias, instancias y etapas 
procesales que haya lugar a surtir, así mismo para que se notifique, presente recursos y en general 
ejerza la representación y defensa de los intereses de la Unidad demandada, para lo cual solicito 
al H. Despacho, se le reconozca Personería Jurídica para actuar. 
 
Mi apoderada queda facultada para que represente a la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL 
DE GESTIÓN PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN 
SOCIAL – UGPP, en los términos y condiciones previstos en el artículo 77 del CGP.  
 
Conforme a lo dispuesto en el artículo 197 de la ley 1437 de 2011 y el artículo 5 de la Ley 2213 de 
2022, se solicita al despacho notificar todas las actuaciones procesales al correo electrónico 
notificacionesjudicialesugpp@ugpp.gov.co y al correo del apoderado judicial de la entidad.  
 
Cordialmente;  

 

CLAUDIA ALEJANDRA CAICEDO BORRAS 
C. C. No. 30.740.347 de Pasto  
T. P. No. 72.063 del Consejo Superior de la Judicatura 
Correo Electrónico: ccaicedob@ugpp.gov.co  

 

Acepto,  

 
ANA CRISTINA CÀCERES ÀLVAREZ 
C.C. No. 1.052.383.580 de Duitama 
T.P. No. 202.520 del Consejo Superior de la Judicatura 
Correo Electrónico: acaceresa@ugpp.gov.co 
Celular: 3113458755

 

mailto:notificacionesjudicialesugpp@ugpp.gov.co
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UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES  

PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL 
UGPP 

 

  
ACTA DE POSESIÓN No. 32                                                                                        FECHA: 04 DE MAYO DE 2020 

 

En la ciudad de Bogotá D.C., y atendiendo lo señalado en el Decreto 491 de 28 de marzo de 2020 que establece 

medidas especiales en el marco del Estado de Emergencia Económica Social y Ecológica, se hizo presente, a través 

de la herramienta Google Hangouts Meet, ante el Director de Soporte y Desarrollo Organizacional, la doctora CLAUDIA 

ALEJANDRA CAICEDO BORRÁS identificada con la cédula de ciudadanía número 30.740.347, con el fin de tomar 

posesión del cargo de Subdirector General 0040-24 de la planta de personal de la Unidad Administrativa Especial de 

Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social, ubicado en Subdirección Jurídica de 

Parafiscales de la Dirección Jurídica. 

  

El carácter del nombramiento es ordinario, en virtud de lo dispuesto en la Resolución No. 379 del 31 de marzo de 2020. 

 

La posesionada juró cumplir la Constitución y la Ley, prometiendo atender fiel y lealmente los deberes propios del cargo, 

de acuerdo con lo ordenado por el artículo 122 de la Constitución Política, manifestando bajo la gravedad de juramento 

no incurrir en causal alguna de inhabilidad general o especial, de incompatibilidad o prohibición alguna establecida en 

la Ley 4ª de 1992 y demás disposiciones vigentes para el desempeño de empleos públicos. 

 

Revisados los soportes de la hoja de vida se verificó que cumple con los requisitos y el perfil exigido para el desempeño 

del cargo, establecidos en el Manual Específico de Funciones y Competencias Laborales de la Unidad y cuenta con 

tarjeta profesional de Abogada No. 72063. 

 

Se entrega copia de las funciones correspondientes.  

 
 
 

 
FIRMA DEL POSESIONADO                                       FIRMA DE QUIEN DA POSESIÓN 

Revisó: Francisco Britto/ Leonardo Ortiz Mendieta  
Elaboró: Paola Vidales Cuestas 




















